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INTRODUCCIÓN 

La Ley 1448 de 2011, se centra en dignificar la población víctima del conflicto 

armado interno en Colombia , de esta manera se expidió el Decreto 4800 de 2011, 

que complementa la ley 1448 de 2011 a fin de reglamentar la  indemnización por 

vía administrativa, determinando que estaría en cabeza de la Unidad Administrativa 

Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, por lo anterior, la 

Justicia Transicional constituye teóricamente en un mecanismo de transición del 

conflicto a la pacificación constituyendo elementos de paz, justicia, reparación y 

garantías de no repetición. 

Los grandes aportes en materia de visibilidad y reconocimiento a la población 

víctima de desplazamiento forzado producto del conflicto interno armado 

colombiano ha sido desarrollada fundamentalmente vía jurisprudencial de tal 

manera la Corte Constitucional se manifiesta a través de sus diversos 

pronunciamientos en la que replantea los derechos de las víctimas, dejando en claro 

que la víctima tiene derecho a participar en el proceso penal, no solo para el 

resarcimiento pecuniario, sino también para hacer efectivos sus derechos a la 

verdad y a la justicia.  

De esta forma, los derechos de las víctimas no se limitaban a la compensación 

económica, sino que se hacían extensivos al ámbito penal, que se correlaciona con 

la institución de la justicia transicional. 

El presente trabajo pretende determinar la percepción que tienen las víctimas en la 

zona alta de Guadalajara de Buga respecto a los mecanismos de la Justicia 

Transicional establecidos en la ley 1448 de 2011.1 

                                            
1 COLOMBIA. Leyes y Decretos Ley 1448 de 2011. Por la cual se dictan medidas de atención, 
asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno y se dictan otras 
disposiciones. Bogotá D.C.: Congreso de la República de Colombia, 2011 
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1. PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 

1.1.  PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA  

En el conflicto armado interno colombiano han intervenido diferentes actores 

armados, con diversas motivaciones y objetivos, pertenecientes la población 

colombiana, enfrentándose dentro de una dinámica de guerra de guerrillas y de 

control temporal de territorios, colocando a la población civil en medio del conflicto. 

Lo anterior es refrendado por Orozco, cuando señala que:  

“En el conflicto armado interno de Colombia, no se puede identificar un único poder 

asimétrico que asuma el rol de perpetrador y otro de víctima. En este sentido, las 

víctimas también pueden ser o convertirse en perpetradores. No obstante, cuando 

la población civil queda atrapada en medio del conflicto se enfrenta al poder 

asimétrico del perpetrador, que puede ser representado por cualquiera de los 

actores armados”2 

El conflicto social y armado interno colombiano tiene sus raíces en el periodo que 

los colombianos conocemos como “la Violencia”, cuando surgen las 13 guerrillas 

liberales como reacción a la persecución política iniciada por el gobierno del partido 

conservador (1946-1953), además del cambio de gobierno en 1946 y el paso de la 

hegemonía liberal a la conservadora, desencadenó una confrontación que se 

aceleró con el 9 de abril de 1948 y se agudizó hasta finales de los cincuentas.3 

La historia del país pasó del declive de las reformas liberales a un régimen más 

regresivo en el cual gradualmente se generalizaron las masacres, en particular 

                                            
2 OROZCO, Iván. Justicia transicional en tiempos del deber de memoria. En: Revista de estudios 
sociales. Colombia: Universidad de los Andes, p.100 
3 COMISIÓN HISTÓRICA DEL CONFLICTO Y SUS VÍCTIMAS, Contribución al entendimiento del 
conflicto armado en Colombia, 2015.  



9 
 

contra los gaitanistas que denunciara Jorge Eliécer Gaitán, la cuales tomaron 

incluso su vida y abrieron la vía a la guerra civil.4 

Es así como los niveles de violencia se incrementaron en el país, donde no sólo se 

encontraban grupos armados ilegales, sino que, a su vez, había una participación 

de las Fuerzas Armadas, el cual se sumó para apoyar las acciones de los 

paramilitares, como una acción ofensiva que se acomete con el apoyo de 

determinados sectores económicos del país, también se presentaron los primeros 

asesinatos y “desapariciones” forzadas.  

La Violencia en Tolima en los años 50 fue particularmente sangrienta. Entre 1948 y 

1957, fueron asesinadas 35.294 personas y se abandonaron 93.882 fincas. Como 

respuesta se organizaron 33 comandos armados, 12 de los cuales en el sur, región 

colindante con Cauca, Valle, Huila y Caquetá.5 

A través de los años en Colombia el conflicto social y armado se fue agudizando 

trayendo con ello presencia del paramilitarismo, narcotráfico, grupos armados 

ilegales entre otros. 

De esta forma, el Comité contra las Desapariciones Forzadas de las Naciones 

Unidas expuso en el 2016 la atención sobre la preocupante continuidad de esta 

práctica en Colombia, cuya dramática realidad supera las 45 mil víctimas, las cuales 

se encuentran prácticamente en su totalidad en la impunidad.6 

                                            
4 FAJARDO, Darío, Estudio sobre los orígenes del conflicto social armado, razones de su 
persistencia y sus efectos más profundos en la sociedad colombiana, Bogotá: Universidad Externado 
de Colombia, 2016. 
5 MOLANO BRAVO Alfredo, Fragmentos de la historia del conflicto armado (1920-2010), Alto 
Comisionado para la Paz, 2010.  
6 MESA DE TRABAJO SOBRE DESAPARICIONES FORZADAS, Iinforme alterno sobre la situación 
de las desapariciones forzadas en Colombia presentado ante el comité contra la desaparición 
forzada de naciones unidas, Europa – Estados Unidos, 2015. 
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Se reconoce la existencia de un conflicto armado, por lo que el gobierno entre 2014 

y 2018 se continuo con un proceso de dialogo entre los miembros activos del 

conflicto. Admite así pues la aplicabilidad del derecho internacional humanitario a la 

situación en Colombia y el derecho de la población a ampararse en él. 

En noviembre del 2014, en su informe de Seguimiento al a las recomendaciones 

efectuadas en el Informe “Verdad, Justicia y Reparación: Cuarto Informe sobre la 

situación de derechos humanos en Colombia”, la Comisión Interamericana de 

Derechos Humanos expresó que “advirtió con preocupación que la desaparición 

forzada de personas continúa siendo un fenómeno extendido en Colombia, y que 

pese a los esfuerzos desplegados por el Estado.7 

Finalmente, vale la pena reseñar que, como antecedentes, está la Ley 975 de 2005, 

denominada y conocida como Ley de Justicia y Paz, la cual se implementó como un 

marco normativo precario en el cual los derechos de las víctimas no se tratan a 

profundidad, en el proceso de reinserción, de su momento, y en consecuencia las 

víctimas no tuvieron acceso real a sus derechos de justicia, verdad y reparación. 

Pese a la expedición de esta ley, el fenómeno del desplazamiento en Colombia 

sigue siendo un grave problema que afecta a más de más cinco millones de 

desplazados. 

Sin embargo, la Ley 975 de 2005 es una disposición normativa que contrasta con la 

problemática actual por la falta de garantías estatales para la aplicación de normas 

dentro del ordenamiento jurídico como la importancia que implica la restitución de 

las tierras y la atención, reparación que incluye la consolidación y estabilización 

socioeconómica de los desplazados víctimas de la violencia y el conflicto armado y 

                                            
7 COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Informe Anual 2014. Capítulo 5. 
p.575, Párrafo 25. Disponible en internet: http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2014/docs-
es/Anual2014-cap5-Colombia.pdf 
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protección real coherente, efectiva, sostenible, de los derechos de las víctimas en 

Colombia.  

Otros antecedentes importantes son las leyes 418 de 1997, 548 de 1999 y 782 de 

2002, normatividades que permitían otorgar indultos y beneficios de cesación de 

procedimiento, preclusión de la instrucción y resolución inhibitoria a los grupos al 

margen de la ley. No obstante, la Ley 975 de 2005 contaba con una excepción pues 

no cobijaba aquellos grupos que cometieron actos de ferocidad o barbarie, 

terrorismo, secuestro, genocidio, homicidio dentro o fuera de combate o  cuando 

colocara a la víctima en estado de indefensión, por ello se pretende analizar y 

observar dichas leyes con sus beneficios para los desmovilizados,  salvo cuando se 

trate de “conductas constitutivas de actos atroces de ferocidad o barbarie, 

terrorismo, secuestro, genocidio, homicidio cometido fuera de combate o colocando 

a la víctima en estado de indefensión”. 8 

Por otra parte, el acervo normativo reglado en la ley 1448 de 2011, lo que busca es 

un acercamiento a la justicia y  la equidad de las víctimas que han sido despojadas 

de sus tierras, consta de 208  artículos y de cinco elementos fundamentales que 

son el programa de indemnizaciones administrativas a las víctimas, la devolución 

de las tierras a las familias que las perdieron en el marco del conflicto armado 

interno, la reparación inmaterial, el programa de atención psicosocial y la garantía 

de no repetición, pero se destaca entre los elementos de la presente investigación 

acerca del tema concreto. 

La experiencia de otros países sugiere que tales discusiones se pueden prolongar 

por décadas, y ocupar volúmenes enteros de literatura erudita. Esto, por supuesto, 

no equivale a sugerir que todo vale: a medida que va surgiendo más y más 

                                            
8 UNIVERSIDAD ANTONIO DE NEBRIJA  La reparación judicial en la Ley de Justicia y Paz en 
Colombia.  Cátedra de Derechos Humanos. España: 2008. Disponible en internet: 
http://www.nebrija.com/nebrija-santander-derechos-
humanos/pdf/informe%20reparacion%20judicial%20Colombia.pdf 
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evidencia, menos proposiciones son capaces de dar cuenta de ella. Pero sí implica 

recordar que toda afirmación que se haga sobre nuestro conflicto es 

necesariamente parcial y está enunciada desde un debate en curso.9 

La condición del “otro” es tan circunstancial como los relatos mismos, y la 

imposibilidad de mantener con alguna consistencia la distinción política “amigo-

enemigo” hace que la condición de un “nosotros” sea tan vaga como la posibilidad 

misma de hablar de una sociedad, en singular.10 

Con esta perspectiva, en materia de derechos resulta imperativo la consideración 

en materia de derechos lo contemplado a partir de los mecanismos de Justicia 

Transicional en la Ley 1448 de 2011 y su impacto en la zona alta de Guadalajara de 

Buga, estableciendo una relación directa entre la norma y los beneficios directos 

con las víctimas del conflicto.  

1.2. FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 

¿Qué percepción tienen las víctimas en la zona alta de Guadalajara de Buga 

respecto a los mecanismos de Justicia Transicional establecidos en la Ley 1448 de 

2011? 

 

 

 

                                            
9 SANÍN GUTIÉRREZ Francisco, ¿Una historia simple?, Investigador del Instituto de Estudios 
Políticos y Relaciones Internacionales. Bogotá: Universidad Nacional de Colombia, 2010. 
10 ECHAVARRIA, Saúl, PÉCAUT, Daniel. La experiencia de la violencia: Los desafíos del relato y la 
memoria. Medellín: La Carreta Editores, 2015.  
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2. OBJETIVOS 

2.1. OBJETIVO GENERAL 

Identificar la percepción que tienen las víctimas en la zona alta de Guadalajara de 

Buga respecto a los mecanismos de la Justicia Transicional establecidos en la ley 

1448 de 2011. 

2.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS  

 Desarrollar un análisis comparativo sobre la percepción que tiene la población 

víctima del conflicto en la zona rural de Guadalajara de Buga con respecto a los 

mecanismos de justicia transicional establecidos en la Ley 1448 de 2011.  

 

  Desarrollar en análisis hermenéutico de la ley 1448 de 2011: cómo mecanismo de 

Justicia Transicional 

 

 Identificar los avances de la aplicabilidad de la justicia transicional en la zona rural 

alta de Guadalajara de Buga de lo establecido en la ley 1448 de 2011. 
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3. JUSTIFICACIÓN 

El ordenamiento jurídico colombiano es amplio en la creación de disposiciones 

normativas y políticas públicas encaminadas a prevenir, atender y reparar a las 

víctimas del desplazamiento forzado. Sin embargo, esta es una disposición 

normativa que contrasta con la problemática actual por la falta de garantías 

estatales para la aplicación de normas dentro del ordenamiento jurídico como es la 

prevención, atención y reparación que incluye la consolidación y estabilización 

socioeconómica de los desplazados víctimas de la violencia y el conflicto armado 

en Colombia. 

Analizar la ley 1448 del 2011, es importante, porque fue la respuesta del legislador 

de cara al rompimiento del equilibrio social que produce el conflicto armado, y que 

implica el replanteamiento de la situación y proporcionar medidas de reparación 

integral a las víctimas que han sufrido, con ocasión de éste, daños como 

consecuencia de las infracciones al Derecho Internacional Humanitario (DIH) y a los 

Derechos Humanos (DDHH). 

La reparación integral, entendida como un deber del Estado y un derecho de las 

víctimas, comprende diversas acciones a través de las cuales se propende por la 

restitución, la indemnización, la rehabilitación, la satisfacción y las garantías de no 

repetición de las conductas criminales; o como lo ha destacado la Corte 

Constitucional11, el derecho a la reparación constituye un fundamento cualificado 

del derecho de acceder a la administración de justicia y a la tutela judicial efectiva, 

a través del cual no sólo se busca obtener la reparación del daño sufrido, sino que 

también se garanticen sus derechos.  

                                            
11 COLOMBIA Resoluciones y Sentencias T-211 de 2019. Acción de Tutela instaurada por la 
accionante  “Carmen” contra la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas – 
UARIV-. MP. Cristina Pardo Schlesinger. Bogotá D.C.: Corte Constitucional, 2019 
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Este trabajo se justifica porque es de vital importancia para quienes estudiamos e 

intervenimos de alguna manera el desarrollo social del país, lo cual permitirá 

contribuir a allanar un camino para el reconocimiento de las víctimas, sin importar 

quién fue su victimario; para reconocer sus derechos y prioridades, y que los 

convierta a ellos y a sus familias en acreedores de la reparación integral. 

Por lo anterior, es importante mediante el estudio Hermenéutico el análisis particular 

desde la percepción de las víctimas, determinado por los beneficios y garantías por 

los que se establece la Justicia Transicional en Colombia; adicionalmente, El 

Sistema Interamericano de Derechos Humanos manifiesta dentro de su teoría los 

siguientes principios y tipos de reparación: 

1. La restitutio in integrum. 2. La indemnización. 3. Medidas de rehabilitación4. 4. 

Medidas de satisfacción. 5. Garantías de no repetición.12 

Lo anterior, entendido como un esfuerzo jurídico y político para el restablecimiento 

del concepto de Justicia, Verdad y Equidad en un conflicto interno.  

Considerando lo anterior se hace necesario conocer cuál es el desarrollo que ha 

tenido el concepto de reparación en el derecho internacional (básicamente en 

cuanto a jurisprudencia y doctrina, entre otras), que ha proporcionado el contenido 

que esta tiene hoy en día. Igualmente, deben evaluarse cuáles son los verdaderos 

estándares de reparaciones en materia de derechos humanos a la luz del manejo 

de fuentes del derecho internacional, y, ante todo, su aplicación en el Sistema 

Interamericano de Derechos Humanos. 

                                            
12 NUÑES MARIN Fernando, Estándares internacionales de reparación de violaciones de derechos 
humanos: principios de implementación en el derecho colombiano, Cali: Pontificia Universidad 
Javeriana de Cali, 2013.  
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Han pasado 8 años y más desde la promulgación de la ley 1448 de 2011, y aún no 

se ha   logrado establecer si realmente ha sido beneficiosa o no para las víctimas, 

puesto que por ejemplo existen falencias en la restitución de sus tierras por ejemplo.  

Por otra parte, se aspira a que el resultado de esta investigación se convierta en 

fuente de consulta para futuros trabajos que tengan relación con el tema tratado. 

Igualmente es interesante preguntarse si finalmente se están sentando las bases 

adecuadas para la ley de víctimas o se está cayendo en errores, en el manejo de la 

misma. 
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 4. MARCO DE REFERENCIA 

4.1. ESTADO DEL ARTE 

El siguiente apartado está compuesto de las investigaciones referente al tema de 

percepción y aplicación de la Ley de Reparación de Víctimas y Justicia Transicional 

1448 de 2011, lo anterior, para evidenciar el potencial del proyecto y las limitaciones 

existentes para la cualificación del efecto de una norma en una zona específica 

como lo es la Zona Alta de Guadalajara Buga. 13 

Con lo anterior, Álvarez Jaime en su proyecto Víctimas del Conflicto Armado en 

Colombia: Perfil, escenarios, autores y hechos. Red Nacional de Iniciativas 

ciudadanas por la Paz contra la Guerra (REDEPAZ), es un proyecto dinamizado 

desde la ciudad de Bogotá en el que se analiza mediante una línea jurisprudencial 

la definición del sentido y aplicación de la Ley de Justicia y Paz en Colombia, 

considerando el proceso de esta como una solución a las problemáticas de violencia 

gestadas por el conflicto en el país, por lo que se parte del antecedente normativo 

de la ley 975 de 2005 donde se contempla el reconocimiento de la guerra y sus 

efectos promovidos por grupos al margen de la ley durante más de 13 años. De esta 

forma, los vestigios de la guerra son evaluados desde un punto de vista social, 

económico y cultural, evidenciando un abandono por cuenta del Estado en la 

reparación y atención de necesidades para las víctimas sobre todo aquellas que 

desean acogerse mediante el sistema de (REDEPAZ). Con esta perspectiva, la 

investigación tiene como objetivo el desarrollo de estrategias para la asesoría y 

acompañamiento para la difusión sobre los derechos perdidos por la guerra, siendo 

la verdad el principal estandarte para la búsqueda de la Justicia y Reparación. 

                                            
13 ÁLVAREZ, Jaime. Víctimas del conflicto armado en Colombia: Perfil, escenarios, autores y hechos.  
Bogotá: Red Nacional de Iniciativas Ciudadanas por la Paz y contra la Guerra (REDEPAZ), 2008. p. 
86 
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En complemento, el estudio de Lorena Díaz14 (2009) definido: En Colombia, ¿Cuál 

es el camino de la reconciliación?, se centra en el análisis jurídico y sociológico 

sobre la Ley de Victimas cuestionando las necesidades y consideraciones 

especiales para la reconciliación. Por ello, se tiene en cuenta el proyecto de ley el 

cual busca la reivindicación de los derechos y beneficios en torno a la víctimas del 

conflicto armado en Colombia; de esta manera, el estudio expone casos que 

circundan la Ley de Victimas exponiendo al momento del trámite y exposición de la 

Ley, la férrea posición negativa referente a la misma por cuenta de la bancada 

uribista en el Senado. “A la final, y en opinión de algunos analistas, quedó la 

sensación de que toda la discusión del proyecto se trató de una pelea por imponer 

una visión ideológica sobre el conflicto colombiano, que según el gobierno, no es un 

conflicto armado, sino una “una amenaza terrorista” o un problema de delincuencia. 

Por otro lado, Ismael Valencia15 en su artículo titulado: El estado actual de las 

víctimas en Colombia: la búsqueda de la verdad. Bogotá: Revista Colombiana de 

Psiquiatría. Se parte de los estudios de conciencia moral para la individualización 

de las necesidades y la concertación de la realidad tangible de los sujetos, por lo 

que se han gestado recursos para el cuidado de la verdad y el perdón. Para la 

elaboración de este artículo se emplearon los testimonios recogidos en el marco del 

Segundo Congreso Internacional sobre Víctimas del Terrorismo celebrado en 

Bogotá, en 2005. Otros testimonios fueron recibidos en la mesa de trabajo sobre 

Colombia en el Tercer Congreso Internacional, celebrado en Valencia (España), en 

2006. Los nombres de las personas son reales, y presentaron su caso de manera 

pública y expresa para su amplia divulgación”. 

                                            
14 DÍAZ CAVIEDES, Lorena. Especial Ley de Víctimas: En Colombia, ¿Cuál es el camino de la 
reconciliación?  Bogotá: CINEP, 2009 
15 ROLDÁN VALENCIA, Ismael. El estado actual de las víctimas en Colombia: la búsqueda de la 
verdad. Bogotá: Revista Colombiana de Psiquiatría, 2007,  p. 41-66. 
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En consecuencia, Daniel Pécaut16 en su texto Observaciones Preliminares de Una 

Lucha Armada al Servicio del Statu Quo Social y Político, donde expresa a modo de 

antecedente histórico lo cambios social y políticos surgidos a partir de la lucha 

armada en Colombia, intervenido desde las revoluciones latino americanas y su 

influencia en el pensamiento ideológico. Adicionalmente, la desigualdad social y la 

construcción política para la legitimización de la misma son promovidas por el efecto 

natural de la historia representado entre el conflicto y la justicia en todo el país. 

Analizando mediante el estudio de los factores que, según su perspectiva, incidieron 

durante la República Liberal en la Violencia de los años cincuenta y su impacto 

posterior en la historia contemporánea del país Es a partir del conflicto armado, la 

división de clases donde se ve representado el papel de las ideologías extremistas 

que establecen el poderío de los movimientos políticos que cada vez se yerguen 

como grupos de salvación masivo. 

De esta forma, Darío Fajardo17 en su publicación Estudio Sobre los Orígenes del 

Conflicto Social, Armado, Razones de su Persistencia y sus Efectos más Profundos 

en la sociedad Colombiana, se ejecuta una radiografía del conflicto armado como el 

compendio de múltiples sucesos políticos y sociales que hacen parte de las 

dinámicas de violencias presentadas hace más de 50 años, empezando por el 

cambio ideológico de un país que se debate entre Liberales y Conservadores, lo 

cual fue el agente detonante para la creación de escenarios de conflicto en el país 

donde los efectos son cada vez más profundos, siendo la violencia el principal 

elemento de desigualdad acompañado de la corrupción generada por el caos de un 

conflicto interno en Colombia.  

                                            
16 PECAUT, Daniel. Un Conflicto armado al Servicio del Statu Quo Social y Político. P-1 
17 FAJARDO, Darío. Estudio Sobre los Orígenes del Conflicto Social, Armado, Razones de su 
persistencia y sus efectos más profundos en la sociedad Colombiana. Bogotá. Espacio Crítico, 2015  
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Adicionalmente, Roció Serrano Gómez18 en su artículo Reflexiones en Torno a la 

Aplicación de la Ley 1448 de 2011 y la Restitución de Tierras en Colombia indaga 

a partir de un estudio analítico el beneficio de la Ley 1448 y su impacto en la 

restitución de tierras. Por lo que a partir del método descriptivo se distingue a partir 

de fuentes periodísticas, oficialices y constitucionales referidas desde la norma, 

estableciendo los beneficios subjetivos patrimoniales y la acción para la 

recuperación y prevalencia de los derechos humanos. Con esta perspectiva, define 

el concepto de propiedad y restitución en un vínculo legal entre reparación y 

restitución de tierras. 

Alfredo Molano (2010)19 en su texto Fragmentos de la Historia de Conflicto Armado 

(1920-2010) es un estudio minucioso donde interpreta la guerra desde sus puntos 

más críticos y asocia los resultados de la guerra en otros contextos y como estos 

han influido en la crisis local referente a la violencia. Por ello, parte de variados 

frentes y entrelaza los hechos históricos mediante las razones de los conflictos 

generados en un periodo de más de 100 años. Con esta perspectiva, induce hacia 

una revisión histórica del conflicto intermediado por agentes externos cuyas 

decisiones han influenciado en el desarrollo vivo del conflicto armado en Colombia, 

teniendo en cuenta factores económicos, políticos y culturales como principales 

incentivos.  

De este modo, los anteriores estudios nos permite tener un acercamiento mucho 

más amplio a las temáticas que nuestra investigación pretende desarrollar, sirviendo 

de instrumento académico fundamentado en la realidad del concepto de justicia 

transicional adoptado en la ley 1448 de 2011 y el resultado de distintos teóricos que 

han estudiado desde diferentes ámbitos la eficacia de los mecanismos establecidos 

por la ley en mención. Partiendo de esa base nos adentramos en el desarrollo 

                                            
18 SERRANO GÓMEZ, Rocío. Reflexiones en torno a la aplicación de la Ley 1448 de 2011 y la 
Restitución de Tierras en Colombia, 2011  
19 MOLANO BRAVO, Alfredo. Fragmentos de la Historia de Conflicto Armado (1920-2010). 2010  
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conceptual del trabajo de grado que como bien se ha mencionado busca conocer 

cuál es la percepción de las víctimas del conflicto armado en la zona rural alta de 

Guadalajara de Buga, sobre los mecanismos  de justicia transicional propuestos en 

la ley 1448 de 2011, y analizar los avances de su aplicación en el territorio objeto 

de la investigación.  

4.2. MARCO TEÓRICO. 

4.2.1 La contribución de garantías y beneficios en la Ley de Víctimas. La ley de 

Víctimas consta de 208 artículos, distribuidos en 9 Títulos que comprenden 

disposiciones generales sobre el marco y principios en los que se debe entender la 

ley, derechos de las víctimas dentro de los procesos: medidas administrativas de 

asistencia, atención, ayuda humanitaria y reparación, cuenta con una fase 

administrativa y otra jurídica para la restitución de tierras. La creación de entidades 

y transformación de otras para establecer la institucionalidad encargada de la 

aplicación de la ley. La exigencia de adaptar las medidas y programas integrales de 

protección para las víctimas.  

En cumplimiento de la Ley 1448 de 2011, y en particular del Artículo 3: 

Se consideran víctimas, (…), aquellas personas que individual o colectivamente 

hayan sufrido un daño por hechos ocurridos a partir del 1° de enero de 1985, como 

consecuencia de infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de violaciones 

graves y manifiestas a las normas internacionales de Derechos Humanos, ocurridas 

con ocasión del conflicto armado interno. También son víctimas el cónyuge, 

compañero o compañera permanente, parejas del mismo sexo y familiar en primer 

grado de consanguinidad, primero civil de la víctima directa, cuando a esta se le 

hubiere dado muerte o estuviera desaparecida. A falta de estas, lo serán los que se 

encuentren en el segundo grado de consanguinidad ascendente. De la misma 
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forma, se consideran víctimas las personas que hayan sufrido un daño al intervenir 

para asistir a la víctima en peligro o para prevenir la victimización. 20 

La Ley 1448 del 2011, realiza la definición de víctima, le otorga reconocimiento sin 

importar quien fue su victimario, le genera prioridades en el acceso a los servicios 

estatales, se fundamenta en la base de principios y conceptos internacionales como 

son: buena fe; medidas de asistencia; enfoque diferencial; ayuda humanitaria; 

dignidad y  medidas de reparación. Y lo que es de gran importancia regula junto a 

sus once decretos reglamentarios las autoridades gubernamentales para el 

funcionamiento de la política de reparación, ahora la descripción que tiene la ley de 

víctimas y restitución de tierras, esta sigue los criterios internacionales de reparación 

integral, es decir, derecho a la verdad, la justicia y la reparación.21 

4.2.2 Ley de víctimas en el marco de la justicia transicional. Uno de los mayores 

retos que han afrontado y que actualmente afrontan las sociedades que atraviesan 

procesos de reconciliación posteriores a conflictos armados o a regímenes 

dictatoriales es la disyuntiva entre  la consolidación de la democracia por un lado y 

por otro, el establecimiento de la verdad, la aplicación de justicia y la obtención de 

reparación, frente a graves violaciones a derechos humanos y al Derecho 

Internacional Humanitario que hayan tenido lugar durante el periodo de conflicto o 

de dictadura. 

Cuando se realiza el traslado, las sociedades tienen que enfrentar el doloroso 

legado de masivas y/o sistemáticas violaciones a derechos humanos a la vez que 

requieren iniciar un proceso de reconciliación que incluya a toda la sociedad. Es en 

esta disyuntiva donde aparece el  proceso de Justicia Transicional como mecanismo 

para hacer frente al legado de estas violaciones; esta puede ser definida como “el 

                                            
20 COLOMBIA. Op.cit, L1448 
21 LA VOZ DEL DERECHO, La Ley de víctimas y derecho a la verdad, 2012. Disponible en internet: 
http://lavozdelderecho.com/index.php/audio-y-programas/item/1773-ley-de-victimas-y-derecho-a-la-
verdad 

file:///C:/Users/BEATRIZ/Desktop/Colombia.%20Leyes%20y%20Decretos%20(2011).%20Ley%201448%20de%202011.%20Por%20la%20cual%20se%20dictan%20medidas%20de%20atención,%20asistencia%20y%20reparación%20integral%20a%20las%20víctimas%20del%20conflicto%20armado%20interno%20y%20se%20dictan%20otras%20disposiciones.%20Bogotá%20D.C.:%20Congreso%20de%20la%20RepúblicaC:/Users/BEATRIZ/Desktop/Colombia.%20%20Leyes%20y%20Decretos.%20Congreso%20de%20la%20República.%20%20Ley%201448%20de%202011
file:///C:/Users/BEATRIZ/Desktop/Colombia.%20Leyes%20y%20Decretos%20(2011).%20Ley%201448%20de%202011.%20Por%20la%20cual%20se%20dictan%20medidas%20de%20atención,%20asistencia%20y%20reparación%20integral%20a%20las%20víctimas%20del%20conflicto%20armado%20interno%20y%20se%20dictan%20otras%20disposiciones.%20Bogotá%20D.C.:%20Congreso%20de%20la%20RepúblicaC:/Users/BEATRIZ/Desktop/Colombia.%20%20Leyes%20y%20Decretos.%20Congreso%20de%20la%20República.%20%20Ley%201448%20de%202011
http://lavozdelderecho.com/index.php/audio-y-programas/item/1773-ley-de-victimas-y-derecho-a-la-verdad
http://lavozdelderecho.com/index.php/audio-y-programas/item/1773-ley-de-victimas-y-derecho-a-la-verdad
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tipo de arreglos judiciales y extrajudiciales que facilitan y permiten la transición de 

un régimen dictatorial a una democracia o de una situación de conflicto armado a 

una de paz, buscando aclarar la identidad y los destinos de las víctimas y los 

victimarios, establecer los hechos relacionados con las violaciones de derechos 

humanos en situaciones de autoritarismo y/o conflicto armado y diseñar las formas 

en las que una sociedad abordará los crímenes perpetrados y las necesidades de 

reparación”22, esto en el marco de un acercamiento entre regímenes distintos y 

momentos políticos diferentes. 

En estos periodos de cambio se hace necesaria la introducción de mecanismos 

judiciales de excepción para establecer las bases para los sistemas judiciales que 

regirán con posterioridad al conflicto o a la dictadura. En ese sentido, más que sólo 

abordar las violaciones de los derechos humanos cometidos durante un tiempo 

determinado, tiene también pretensiones fundacionales de nuevos órdenes políticos 

y judiciales. 23 

Los procesos de transición a la democracia y de reconciliación están envueltos en 

varios factores, entre los que se hallan el impacto del conflicto, los términos de su 

resolución, los recursos disponibles, el nivel de voluntad política y de consenso 

existente, capacidad institucional, normas culturales.  

El termino Justicia Transicional hace referencia a los procesos que se llevan a cabo 

en el post-conflicto, simultáneamente al proceso de paz o con posterioridad a él; o 

durante el proceso de cambio a la democracia para el caso de los regímenes de 

facto, que hacen referencia al enjuiciamiento, esclarecimiento de la verdad, 

reparación y reforma institucional, que se producen a raíz de graves conflictos y que 

buscan el restablecimiento de las relaciones sociales a largo plazo. 

                                            
22 RETTBERG, Angelika. Entre el perdón y el paredón: Preguntas y dilemas de la justicia transicional. 
Vol. 1. Bogotá: Ediciones Uniandes, 2005. 
23 Ibíd. 
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Son múltiples las formas de observar el asunto, un espacio y tiempo estratégicos 

para transacciones políticas que tratan de alterar el balance de fuerzas resultantes 

del cambio a la democracia, en un contexto general de debilitamiento de las fuerzas 

autoritarias en retiro, que se encuentran vulnerables a las alegaciones de la 

violación atroz de derechos humanos cometidas bajo su gobierno. Es aquí donde 

esa, se convierte en un instrumento político en manos de actores igualmente 

políticos. Un  ejemplo de esta perspectiva es dado por  Osatinsky24, en su análisis 

del uso político de la Ilustración o inhabilitación de funcionarios comunistas en 

Polonia luego de la transición. 

Igualmente se puede comprender este tipo de justicia, como respuesta política del 

gobierno a las expectativas surgidas de la caída del régimen autoritario y el 

surgimiento del nuevo sistema democrático, que se presenta como la respuesta del 

Estado de Derecho al Estado Autoritario. En este contexto, los ciudadanos esperan 

el restablecimiento del marco constitucional desconocido o vulnerado por el régimen 

anterior, cuyo problema consiste en la  satisfacción de estas expectativas, en que 

la justicia penal es solamente una más de las múltiples demandas colectivas, donde 

además se encuentran la prosperidad económica, la paz social, racionabilidad 

social y reconocimiento internacional, y, la esencia del dilema se encuentra en la 

definición de las prioridades para el emergente régimen democrático.  Bruce 

Ackerman en su evaluación de la transición argentina, da un ejemplo de esta forma 

de comprender la situación:  

“las transiciones democráticas crean una ventana de oportunidad y una cantidad 

fija de capital moral que puede usarse para fines limitados. Alfonsín fracasó porque 

su gobierno destinó sus recursos en negociar con el pasado en vez de redactar una 

                                            
24 OSATINSKY, We. Revista Constitucional Europa del Este, 1(2).  1992, ISSN 1075-8402 
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nueva constitución; esto es, fracasó en convencer a la gente y a sí mismo que era 

posible escoger un conjunto alternativo de necesidades”.25   

Una tercera posibilidad para comprender el fenómeno, es verla como un problema 

de técnica jurídica. En un Estado de Derecho, la justicia adjudica conforme a la 

decisión de organismos especializados que basan su decisión de acuerdo a 

principios y procedimientos preexistentes. Desde este punto de vista, la Justicia 

Transicional no busca lograr resultados acordes a los reclamos morales de la 

sociedad, ni a la conveniencia política, sino conservar los principios del respectivo 

proceso y la independencia del poder judicial al enfrentarse a casos numerosos 

sobre los cuales puede existir poco material probatorio o para juzgar con un 

insuficiente marco legal, las violaciones a derechos acaecidas durante el régimen 

dictatorial o durante la etapa de conflicto. Esta es la perspectiva de Jon Elster, quien  

sostiene que, en una situación en la cual es materialmente imposible lograr una 

justicia completa, el resultado más probable sería una solución parcial que 

castigaría a un grupo de criminales y compensaría a un grupo pequeño de víctimas, 

lo que resultaría en una violación del principio básico de igualdad ante la ley. 26 

Otra manera de enfrentar la disyuntiva de la justicia en transición, es como un 

asunto de promesa moral y cultura política. Los ciudadanos han luchado por 

conseguir un régimen democrático con la consideración de que esto es un 

presupuesto que permitirá el restablecimiento del orden moral,27  enfrentar el 

autoritarismo y el terror, castigando a quienes infringen las normas básicas de 

coexistencia social y restaurando la dignidad de las víctimas se podrá dar paso 

hacia la restauración moral y acabar las hegemonías que hicieron posible la 

                                            
25 ACKERMAN, Bruce. El futuro de la revolución liberal. Barcelona: Uriel, 1995. ISBN 978-84-344-
1136-4 
26 ELSTER, Jon. Revista constitucional Europa del este, vol.1, no,.2, ISSN 1075-8402  
27 HUYSE, Luc, Justice After Transition: On the Choices Successor Elites Make in Dealing with the 
Past. In: Law and Social Inquiry, 20(1), tomado de: Rettberg, A. (2005). compiladora, Entre El Perdón 
Y El Paredón: Preguntas Y Dilemas De La Justicia Transicional,  1 ed. Bogotá: Universidad de los 
Andes, Programa de Investigación sobre Construcción de Paz, Departamento de Ciencia Política – 
Facultad de Ciencias Sociales, Uniandes, 1995, ISBN: 958-695-168 
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violencia. Retribución y compensación se ven, así como las principales formas en 

que se refleja la justicia y el problema radica en cómo lograrlas en aras de que la 

democracia asegure su lugar preponderante sobre la dictadura. 

También se puede ver el problema de redefinir la verdad histórica y rescatar la 

memoria de las víctimas, a quienes se presenta la oportunidad de afirmar su propia 

dignidad, mediante narraciones alternativas,  que subvierten la historia oficial 

impuesta por el régimen dictatorial depuesto28o. Denotando una problemática de 

tipo cultural y político por lo que se debe responder a las necesidades de los 

hombres en respuesta a los valores de justicia y equidad como agente regente para 

la democracia.  

El problema es político-cultural en el sentido en que se espera que la aseveración 

de una verdad que responda a los discursos del poder arbitrario creara círculos 

virtuosos que resultaran en la afirmación pública y cotidiana de valores tales como 

la tolerancia, la equidad y se establezcan bases sólidas para la democracia. 

Es posible, igualmente, tratar el problema desde los efectos psicológicos de los 

ultrajes cometidos durante la dictadura en todos los participantes de la violencia: 

víctimas y perpetradores, en este caso se define el problema como la reconciliación 

social, sin que se quiera tratar de medidas tendientes a perpetuar la impunidad, sino 

que trata referentes psicoanalíticos o de estirpe teológica, en este sentido la palabra 

“perdón” no se refiere a un acto político-estatal ni jurídico, sino como un acto 

netamente moral de la víctimas, quienes están en libertad de otorgarlo o no. Esta 

perspectiva orienta el trabajo terapéutico de diversos actores y reposa en la 

esperanza de que el diálogo social sobre lo ocurrido tenga efectos beneficiosos. 29 

                                            
28 JELIN, Elizabeth, Trabajos de la Memoria, Buenos Aires: Siglo Veintiuno, 1998 
29 LAPSLEY, Michael. Confronting the Past and Creating the Future. In: The Redemptive Value of 
Truth Telling", Social Research, 4(65), tomado de: Rettberg, A.compiladora, (2005).  Entre El Perdón 
Y El Paredón: Preguntas Y Dilemas De La Justicia Transicional, 1 ed. Bogotá: Universidad de los 
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Sin importar cuál de las anteriores concepciones se tenga, es indudable que el 

paradigma que encierra la Justicia Transicional se encuentra en yuxtaposición entre 

la fuerza (política, militar, social, económica etc.) que mantienen, bien los líderes del 

régimen saliente, bien los anteriores actores del conflicto, y  la necesidad de justicia, 

en otras palabras “el ejercicio de la justicia es a la vez imprescindible e imposible” 

30 

Esta paradoja entre las demandas de justicia y la realidad política llega a ignorar 

enteramente la dimensión jurídica del asunto, generando que el problema deba 

resolverse en un balance de fuerzas políticas, así si el proceso de transición es 

producto de la derrota del régimen dictatorial o de uno de los actores del conflicto, 

las víctimas del lado derrotado tendrán precisamente en la derrota de su victimario 

un sentimiento de justicia, sin que se desconozca la necesidad de que el Estado 

castigue las violaciones; por el contrario, si el proceso deviene de una negociación 

política donde los bandos a un conservan fuerza (política, militar, social, económica 

etc.), la obtención de justicia para las víctimas será un nuevo proceso lleno de 

complicaciones y por lo general imposible de obtener31, que genera que finalmente 

reine la impunidad por las violaciones cometidas, o que la obtención de justicia deba 

ser pospuesta a otro momento histórico, en el que las fuerzas de aquellos 

responsables de las violaciones hayan sido reducidas y donde el mantenimiento de 

la democracia y la paz ya no sean óbice para la obtención de justicia. 

En este contexto de juego de intereses políticos, el establecimiento de 

responsabilidades penales, la  publicidad del proceso de justicia, la obtención y 

publicación de la verdad, la reparación de las víctimas de la violencia y del abuso 

del poder y la creación de garantías de no repetición, principios enunciados por el 

                                            
Andes, Programa de Investigación sobre Construcción de Paz, Departamento de Ciencia Política – 
Facultad de Ciencias Sociales, Uniandes,  1998, ISBN: 958-695-168-5 
30 CORRADI, Nicola. Terror al Límite: Estado de Terror y Resistencia en Latinoamérica, Berkeley 
CA: Universidad de California, 1992,  ISBN-10: 0520077059 
31 Tal es el caso del proceso de abandono del poder de la dictadura de Pinochet en Chile.  



28 
 

reporte Joinet acerca de la cuestión de la impunidad de los autores de violaciones 

de los derechos humanos (civiles y políticos) se ven reducidos a un segundo plano 

de importancia, en un contexto donde lo principal es el establecimiento del orden 

democrático y la obtención de la paz32.  

El modelo político de transformación al que en mayor medida se hace referencia en 

la experiencia internacional, son las denominadas “Comisiones de la Verdad y/o de 

Reconciliación”, establecidas en diversos países como mecanismo para afrontar los 

periodos de transición y hacer, en una medida de lo posible, que los intereses de 

justicia y los intereses políticos, puedan conllevarse  en el proceso de transición 

democrática,  Sin embargo, el problema planteado alrededor de la Justicia del 

Cambio, relativo a qué debe hacer una sociedad durante los procesos de transición, 

posteriores a periodos de regímenes dictatoriales o de conflicto armado, frente a las 

graves violaciones a derechos humanos acontecidas durante dichos periodos, no 

es sencillo de responder, la disyuntiva entre el castigo a los responsables y el 

permitir el desarrollo  de los procesos de reconciliación ha sido una de las mayores 

preocupaciones que ha ocupado a los diversos sectores sociales de una nación que 

atraviesa por estos periodos. 

“El vocablo “justicia transicional” hace referencia a los procesos a través de los 

cuales se realizan transformaciones radicales de un orden social y político, bien sea 

por el paso de un régimen dictatorial a uno democrático, bien por la finalización de 

un conflicto interno armado y la consecución de la paz. Los procesos de Justicia 

Transicional enfrentan importantes dilemas, originados todos en la compleja 

necesidad de equilibrar los objetivos contrapuestos de justicia y paz”.33 

                                            
32 JOINET Lois, Impunidad, Francia: 1996  
33 UPRIMNY YEPES, Rodrigo; BOTERO, Marino.; RESTREPO, Esteban. & SAFFON, María Paula. 
¿Justicia transicional sin transición? Reflexiones sobre verdad, justicia y reparación en Colombia 
(Manuscrito sin corregir); Bogotá: Centro de Estudios de Derecho, Justicia y Sociedad (DJS), 2005, 
p. 2 
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Ha ocurrido una transformación muy importante en la manera como en la actualidad 

se enfocan las transiciones de la guerra a la paz o de las dictaduras a las 

democracias, que justifica ampliamente la creación de la categoría Política de 

Transformación. Y es que lo novedoso de esta, consiste en la introducción del 

sustantivo "justicia". En efecto, dentro del recientemente creado paradigma, la 

justicia aparece como una exigencia que cualifica de manera importante los 

procesos transicionales, pero que a la vez se ve profundamente determinada por 

tales procesos. De esa manera, el concepto de justicia adquiere un significado y 

unas implicaciones particulares, que se distinguen no sólo de lo que significan e 

implican las exigencias de justicia en contextos de normalidad, sino que además se 

alejan de aquello que significaron e implicaron tales exigencias en procesos 

transicionales anteriores a los que se han desarrollado en los últimos treinta años. 

Así, tal y como se comprende en la actualidad, la Justicia Transicional hace 

referencia a aquellos procesos transicionales mediante los cuales se llevan a cabo 

transformaciones radicales de un orden social y político determinado, que enfrentan 

la necesidad de equilibrar las exigencias muchas veces contrapuestas de paz y 

justicia. De hecho, por un lado, los procesos de cambio se caracterizan por implicar 

en la mayoría de los casos—en especial cuando se trata de transiciones de la guerra 

a la paz—negociaciones políticas entre los diferentes actores, tendientes a lograr 

acuerdos lo suficientemente satisfactorios para todas las partes como para que 

éstas decidan aceptar el cambio. Caso contrario se da en aquellos eventos en los 

cuales uno de los bandos en contienda logra una victoria sobre el otro, en este caso 

no habría lugar a hablar de Justicia Transicional por cuanto la parte triunfante 

entraría a imponer sus condiciones sin lugar a negociación. 
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Los procesos de justicia transicional enfrentan importantes dilemas, originados 

todos en la compleja necesidad de equilibrar los objetivos contrapuestos de justicia 

y paz.34 

“La frase “justicia de transición” se refiere a los procesos interrelacionados de 

enjuiciamiento y rendición de cuentas, difusión de la verdad, indemnizaciones y 

reforma institucional que se producen a raíz de conflictos de gran magnitud y que 

contribuyen al restablecimiento de las relaciones sociales a largo plazo. Este trabajo 

aborda tres aspectos de la justicia de transición: los mecanismos legales (tanto 

nacionales como internacionales), las comisiones de la verdad, y las 

indemnizaciones. Asimismo, trata acerca de los procesos de desarme y 

desmovilización y reinserción de los combatientes como condiciones esenciales 

para el restablecimiento de la seguridad y el logro de la justicia. Además, se aborda 

someramente algunos elementos específicos del caso colombiano que podrían 

influir en procesos futuros de justicia en fases de transición”. 35 

Los orígenes de la Justicia Transicional moderna se remontan a la Primera Guerra 

Mundial, no obstante, esta comienza a ser concebida como extraordinaria e 

internacional en el período de la posguerra. Con la Guerra Fría finaliza el 

internacionalismo de lo que constituye la primera fase de la justicia transicional. La 

segunda fase o fase de la Posguerra Fría, se desarrolla en el marco de la ola de 

transiciones a la democracia y modernización que comenzó en 1989. Hacia finales 

del siglo pasado, la política mundial se caracterizó por una aceleración en la 

resolución de conflictos y un persistente discurso por la justicia en el mundo del 

derecho y en la sociedad. La tercera fase, o estado estable, de la justicia 

transicional, está asociada con las condiciones contemporáneas de conflicto 

                                            
34 UPRIMY YEPES Rodrigo, ¿Justicia transicional sin transición?, Centro de Estudios de Derecho, 
Justicia y Sociedad, 2006, Bogotá. 
35 MERTZER, Judy. Justicia transicional y reconciliación en Colombia luego del conflicto armado: 
Consideraciones para una posible cooperación canadiense. (s.l.): Focal Fundación canadiense para 
las américas, 2004, p.1 



31 
 

persistente que echan las bases para establecer como normal un derecho de la 

violencia. 36 

La primera fase planteada tiene inicio en el periodo posterior a la culminación de la 

primera guerra mundial, principalmente en los juicios de Núremberg y Tokio, donde 

se juzgaron a los criminales de guerra de las potencias del eje y que fueron 

adelantados por las potencias aliadas vencedoras, esta primera fase se enmarca 

dentro de la internacionalización del procedimiento judicial, dejando a un lado el 

poder jurisdiccional nacional. Igualmente, en esta transición se opta por no castigar 

a la Alemania vencida como nación, por el contrario, se adopta el criterio de 

establecer responsabilidades individuales, estas innovaciones dan inicio al Derecho 

Penal Internacional y al establecimiento de responsabilidades individuales por las 

violaciones al derecho de guerra, así como por las agresiones realizadas por la 

Alemania Nazi contra otros Estados. 

El periodo de la post-guerra marca el apogeo de la justicia internacional, de cierta 

manera, son dejadas de lado las respuestas nacionales para dar paso a una política 

internacionalista como garantía para el Estado de derecho. Este giro hacia el 

derecho internacional reflejo de que el sentido del cambio era dar una respuesta 

legal internacional que fuera gobernada por el Derecho de los Conflictos Armados.37 

Este periodo de postguerra significo un fortalecimiento del derecho internacional, 

muestra de ello es la Declaración Universal de los derechos Humanos de 1948, la 

Convención contra el Genocidio de 1948, la Declaración Americana de Derechos 

del Hombre de 1948, entre otros instrumentos internacionales que datan de este 

periodo, igualmente de  manera preponderante sobre otros periodos históricos, se 

                                            
36 TEITEL Ruti, Genealogía de la Justicia Transicional, (Artículo traducido al castellano por el Centro 
de Derechos Humanos, Chile: Facultad de Derecho, Universidad de Chile, Harvard Human Rights 
Journal, vol. 16, Cambridge, 2003, p. 6 
 
37 ibíd. 
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da un compromiso fundamental con los derechos individuales, que igualmente le ha 

dado forma al derecho nacional y al derecho comparado, tal como se ha vuelto 

evidente en la creciente ola de constitucionalismo relacionado con estas materias. 

En esta primera fase, se da de la misma manera, la exportación de distintas formas 

de Justicia Transicional que ocurre a través del trasplante legal de convenios, 

tratados, convenciones y constitucionalismo.  

La segunda fase, se da en las dos últimas décadas del siglo XX, tiene sus inicios 

con las transiciones en el Cono Sur de Sudamérica a finales de los años ’70 y 

comienzos de los ’80 y con los procesos liberadores de Europa del Este tras la caída 

del imperio soviético y de Centro América; si bien históricamente estos 

acontecimientos son considerados como independientes y aislados unos de otros, 

ciertamente están conectados por el bipolarismo entre los Estados Unidos y la Unión 

Soviética propio de la etapa de la Guerra Fría. 

En el contexto de las transformaciones suramericanas de los años 80 los regímenes 

que sucedieron a las dictaduras militares afrontaron el problema de adherir o no al 

modelo de Justicia de Cambio de carácter internacionalista que se había impuesto 

al finalizar la segunda guerra mundial con los juicios de Núremberg y de Tokio, no 

obstante, las nacientes democracias suramericanas no contaban con los contextos 

políticos necesarios para asumir de manera exitosa esta forma de justicia. 

Es así que en los periodos de transición a la democracia dados en Suramérica se 

opta por someter a procesos de carácter nacional a los inculpados por las 

violaciones a derechos humanos que tuvieron lugar durante los periodos de 

dictadura, colocándose en la mayoría de los casos los intereses de los victimarios 

sobre las necesidades de verdad y justicia, generando impunidad mediante la 

promulgación de  leyes de amnistía o de perdón y olvido, buscando con ello el 

fortalecimiento del nuevo modelo democrático y avanzar en la reconstrucción y 

reconciliación de la nación. 
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En este periodo surge el problema frecuente de balancear las necesidades propias 

de la transición con las necesidades de verdad y justicia, sobre este punto Teitel 

considera que: 

“Las reflexiones sobre la justicia en la transición se entienden mejor cuando se está 

situado en las verdaderas realidades políticas y en el contexto político de la 

transición, las que incluyen las características del régimen predecesor, así como 

contingencias de tipo político, jurídico y social. La factibilidad de perseguir la 

aplicación de la justicia y la capacidad de ésta para contribuir al estado de derecho 

transicional, dependía de la escala de los crímenes previos, así como también del 

grado en que éstos se convirtieron en sistemáticos o fueron patrocinados por el 

aparato del Estado. El intento de hacer valer la responsabilidad en los hechos por 

medio del derecho penal, a menudo generó dilemas propios del estado de derecho, 

incluyendo la retroactividad de la ley, la alteración y manipulación indebida de leyes 

existentes, un alto grado de selectividad en el sometimiento a proceso y un poder 

judicial sin suficiente autonomía. Por ello, en la medida en que la imposición de la 

justicia penal incurrió en tales irregularidades, corrió el riesgo de desvirtuar la 

contribución que la justicia puede hacer para el restablecimiento de un estado de 

derecho. En democracias débiles, donde la administración de sanciones y castigos 

puede provocar agudos dilemas sobre el estado de derecho, las contradicciones 

generadas por el uso de la ley pueden volverse demasiado grandes. Estos 

profundos dilemas fueron reconocidos en las deliberaciones que precedieron a las 

decisiones, en muchos países, de renunciar a procesos penales en favor de 

métodos alternativos para el esclarecimiento de la verdad y el establecimiento de 

responsabilidades en los hechos”. 38 

Durante la segunda fase son dejados los criterios de internacionalización de la 

justicia que caracterizaron los procesos transicionales de la primera fase en los 

tribunales de Núremberg y Tokio, los procesos de esta fase no se concretan en el 

                                            
38 Ibíd., p.10 
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establecimiento de responsabilidades individuales y la sanción de los responsables 

al interior del régimen predecesor, sino que se concentraron con mayor énfasis en 

la consolidación del nuevo modelo democrático que se estaba reinstaurando y que 

requería ser consolidado, así como en sanar las heridas de unas sociedades 

resquebrajadas por el pasado. Estos criterios que habían sido desconocidos en la 

primera fase de la Justicia transicional entran a formar parte de su núcleo esencial, 

abandonando los juicios asociados con la justicia internacional, dando un giro en la 

comprensión de la justicia transicional, la que vino a asociarse con las condiciones 

políticas más complejas y diversas de la reconstrucción y reconciliación nacional.39 

Es en esta fase donde la Justicia Transicional se aparta del paradigma de la Justicia 

Retributiva y se acerca hacia la Justicia Restaurativa, el propósito principal de este 

tipo de justicia fue construir una historia alternativa de los abusos del pasado, 

surgiendo así una separación entre verdad y justicia, siendo evitados los 

juzgamientos e instituyéndose como mecanismo privilegiado las comisiones de la 

verdad, este mecanismo que fue primeramente utilizado en Argentina tuvo una 

aplicación en diferentes países que afrontaban procesos transicionales semejantes, 

desde entonces, se han propuesto o convocado una multiplicidad de comisiones de 

verdad y reconciliación de diversos tipos en todo el mundo, las cuales han sido 

acompañadas de un significativo apoyo internacional. 

Por lo anterior, la Justicia Transicional se presenta como una oportunidad para la 

construcción de sociedad desde la restauración de la verdad y consolidación de 

alternativas para la apropiación de la Justicia como instrumento garante de progreso 

y paz en un lugar asediado por la violencia, respaldado por procesos a nivel mundial 

en busca del éxito.  

                                            
39 ESCOLAR RUBIO Sinthia, La Reparación a las víctimas de violaciones graves y sistemáticas de 
Derechos Humanos en el marco de una sociedad post-transicional: El caso del Perú., Madrid: 
Universidad Carlos III de Madrid, 2012. 
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4.2.3. El mecanismo de la reparación integral. La reparación, tanto material, 

como inmaterial, de las víctimas de violaciones de Derechos Humanos es otro de 

los fines que se persiguen con la implementación de mecanismos transicionales de 

justicia, alrededor del derecho de las víctimas a obtener reparación, así el derecho 

internacional de los derechos humanos plantea que: 

“Una reparación adecuada, efectiva y rápida tiene por finalidad promover la justicia 

remediando las violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos 

humanos o las violaciones al derecho internacional humanitario. La reparación ha 

de ser proporcional a la gravedad de las violaciones y al daño sufrido. Conforme a 

su derecho interno y sus obligaciones jurídicas internacionales, los Estados 

concederán reparaciones a las víctimas por las acciones u omisiones que puedan 

atribuirse al Estado y constituyan violaciones manifiestas de las normas 

internacionales de derechos humanos o violaciones graves del derecho 

internacional humanitario. Cuando se determine que una persona física o jurídica u 

otra entidad está obligada a dar reparación a una víctima, la parte responsable 

deberá conceder reparación a la víctima o indemnizar al Estado si este hubiera ya 

dado reparación a la víctima.”  40 

La reparación integral tiene en cuenta las dimensiones individuales, colectiva, 

material, moral y simbólica, se compone de cinco medidas: rehabilitación, 

indemnización, satisfacción, restitución (de tierras, de viviendas, fuentes de 

ingreso, empleo, de acceso a crédito) y garantías de no repetición. 

La reparación integral a las víctimas implica no sólo una indemnización monetaria 

o la restitución de unos bienes, sino un acompañamiento del Estado que garantice 

el goce efectivo de derechos en materia de educación, salud, vivienda, programas 

de empleo y generación de ingresos, entre otros, así como acciones para 

                                            
40 Derecho internacional de los derechos humanos, Asamblea General, 60/147 Resolución 
aprobada por la Asamblea General el 16 de diciembre de 2005. 
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devolverles su dignidad, memoria, recuperar la verdad y crear las condiciones para 

que hechos como los que sufrieron no vuelvan a repetirse.41 

Ante hechos como: el desplazamiento, desaparición forzada, homicidio, tortura 

violaciones, abusos esclavitud sexual, tratos inhumanos o degradantes secuestro, 

reclutamiento forzado de niños, niñas y adolescentes o el desplazamiento forzado, 

otros métodos de guerra ilícitos (ataques contra la población civil y falsos positivos). 

Son los delitos a los que la población civil durante muchos años ha tenido que 

soportar y los que les dan la categoría de víctimas del conflicto armado en Colombia 

por ser violaciones manifiestas a los derechos humanos y/o al derecho internacional 

humanitario.42 

Se debe entender que la reparación a que se hace referencia no es únicamente de 

carácter económico, aunque si bien esta es una de las principales formas de 

reparación, existen otras que incluso en determinados casos cobran aún mayor 

importancia. Una reparación apropiada debe incluir todos los perjuicios 

económicamente evaluables tales como el daño físico o mental, la pérdida de 

oportunidades, los daños materiales como lucro cesante y daño emergente, los 

perjuicios morales, los gastos de asistencia jurídica o de expertos; a la vez que se 

requiere la rehabilitación que incluye factores como la atención médica y 

psicológica, así como servicios jurídicos y sociales. 

 Por su parte, la satisfacción que es igualmente una forma de reparación, 

comprende cuando sea pertinente y procedente la adopción a favor de la víctima de 

medidas eficaces para conseguir que no continúen las violaciones, la verificación 

de los hechos y la revelación pública y completa de la verdad, en la medida en que 

                                            
41 VICTIMAS, Unidad de. unidaddictimas.gov.com. 2017.  Disponible en internet: 
http://www.unidadvictimas.gov.co/es/medidas-de-satisfacci%C3%B3n/172 (último acceso: 22 de 09 
de 2017). 
42 GUTIERREZ, Jorge Enrique.  Reparación integral a las víctimas de conflicto en colombia. Bogotá 
: Universidad Militar de Nueva Granada, 2013, p.8. 
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esta revelación no provoque más daños o amenace la seguridad y los intereses de 

la víctima, de los familiares, de los testigos, o de personas que han intervenido para 

ayudar a la víctima o impedir que se produzcan nuevas violaciones; la búsqueda de 

las personas desaparecidas, de las identidades de los niños secuestrados, y de los 

cadáveres de las personas asesinadas y la ayuda para recuperarlos, identificarlos 

y volver a inhumarlos según el deseo explícito o presunto de la víctima o las 

prácticas culturales de su familia o su comunidad 

La Ley 1448 de 2011 en su artículo 3 consagra que victima será toda persona que 

de manera individual o colectivamente haya sufrido un daño grave y evidente a los 

Derechos Humanos y/o a Derecho Internacional Humanitario, partiendo del 

reconocimiento de la dignidad humana de toda aquella persona que ha tenido que 

padecer los resultados del conflicto armado interno en Colombia a causa de los 

enfrentamientos entre los grupos de autodefensas, guerrilleros y/o miembros de las 

fuerza pública del país, directa o indirectamente e independientemente de las fechas 

en que ocurrieron los hechos son considerados víctimas, pero para una reparación 

pecuniaria solo se tendrá en cuentan las personas que fueron víctimas del conflicto 

por hechos ocurridos a partir del 1 de enero de 1985, y para que tenga derecho a 

una restitución de tierras por hechos ocurridos a partir del 1 de enero de 1991 

(artículo 75 ley 1448 2011), las víctimas del conflicto por hechos ocurridos con 

anterioridad a esta fecha tendrán únicamente el derecho a saber la verdad de los 

hechos, a una reparación simbólica y a garantías de no repetición.43 

Una declaración o decisión judicial que restablezca la dignidad, la reputación y los 

derechos de la víctima y de las personas estrechamente vinculadas a ella; una 

disculpa pública que incluya el reconocimiento de los hechos y la aceptación de 

responsabilidades; la aplicación de sanciones judiciales o administrativas a los 

responsables de las violaciones; conmemoración y homenaje a las víctimas; la 

inclusión de una exposición precisa de las violaciones ocurridas en la enseñanza de 

                                            
43 Ibíd., p.9 
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las normas internacionales de derechos humanos y del derecho internacional 

humanitario, así como en el material didáctico a todos los niveles.  

En Colombia, la reparación de las victimas constituye el eje principal para alcanzar 

la paz y la armonía de la sociedad colombiana tras años de conflicto armado interno, 

y se presenta como un reto, ya que hasta el 2019, se registran 8.931.614 víctimas, 

cifra a la cual el municipio de Guadalajara de Buga aporta 10.707,44 según el RNI 

(Reporte Nacional de Información de la Unidad de Victimas) 

Para ello se aprueba la ley 1448 de 2011, conocida como Ley de Victimas y 

Restitución de Tierras, con la misión de propiciar un desarrollo eficiente de la 

reparación de las víctimas y a su vez superar el enfoque de indemnización 

económica, propiciando temáticas más profundas como la asistencia psicosocial, 

vivienda digna, o la restitución de tierras, permitiendo un reconocimiento al cambio 

por medio de la creación de días conmemorativos para el país como el día Nacional 

de la Memoria y Solidaridad con las Victimas celebrado el día 9 de abril de cada 

año. 45 

En este orden de ideas, de la creación de la ley y de la caracterización simbólica del 

acto legislativo, se puede enmarcar la creación del Fondo para la Reparación de las 

Victimas, a partir de la Ley 975 de 2005, articulo 54, donde su administración y 

financiamiento es por grupos, entidades y personas en carácter de bien y servicio 

entreguen a favor de las víctimas del conflicto, con una caracterización especial, 

                                            
44RED NACIONAL DE INFORMACIÓN, UNIDAD DE VICTIMAS. SRNI. 2019.Disponible 
en linea[enlinea]: https://www.unidaddevictimas.gov.co/red-nacional-de-informacion 
45 CENTRO INTERNACIONAL PARA LA JUSTICIA TRANSICIONAL. En: ICTJ.org. 06 de 
Abril de 2015. Disponible en internet: https://www.ictj.org/es/news/estudio-reparacion-
individual-victimas-colombia  
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donde la mayoría provienen de los casos de condena económica impuestas a favor 

del Fondo y/o por donaciones en dinero y especie nacional o extranjera. 46 

Entre los principales objetivos de la reparación integral se encuentran: 

 Participar en la formulación e implementación de la política integral de atención, 

asistencia y reparación a las víctimas de que trata esta ley. 

 Adoptar las medidas de atención que faciliten el acceso y cualifiquen el ejercicio 

de los derechos a la verdad, justicia y reparación de las víctimas. 

 Adoptar las medidas de asistencia que contribuyan a restablecer los derechos de 

las víctimas de que trata la presente ley, brindando condiciones para llevar una 

vida digna. 

 Adoptar los planes y programas que garanticen el ejercicio efectivo de los 

derechos de las víctimas y la implementación de las medidas de que trata la 

presente ley. 

 Integrar los esfuerzos públicos y privados para la adecuada atención integral y 

garantía de los derechos humanos y de la aplicación del Derecho Internacional 

Humanitario que les asisten a las víctimas. 

 Garantizar la coordinación interinstitucional, la articulación de su oferta y 

programas, al igual que la programación de recursos, asignación, focalización y 

                                            
46 FONDO PARA LA REPARACIÓN DE LAS VICTIMAS.  En: Unidaddevictimas.gov.co. 22 
de 09 de 2017. Disponible en internet: http://www.unidadvictimas.gov.co/es/atencion-
asistencia-y-reparacion-integral/fondo-para-la-reparacion-las-victimas/80 (último acceso: 
22 de 09 de 2017). 
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ejecución de manera integral y articulada la provisión de bienes y servicios 

públicos prestados de acuerdo con las soluciones brindadas. 

 Apoyar los esfuerzos de las Organizaciones de la Sociedad Civil que acompañan 

y hacen seguimiento al proceso de atención, asistencia y reparación integral a 

las víctimas. 

 Garantizar la adecuada coordinación entre la nación y las entidades territoriales 

y entre estas, para el ejercicio de sus competencias y funciones al interior del 

Sistema, de acuerdo con los principios constitucionales y legales de 

corresponsabilidad, coordinación, concurrencia, subsidiariedad, 

complementariedad y de delegación.47 

 

  

                                            
47 MinInterior. Ley de Víctimas y Restitución de Tierras. Bogotá: Estado, 2016. 
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Figura 1. Estadísticas de la restitución de tierras a nivel nacional 

 

 

Fuente Disponible en: https://www.restituciondetierras.gov.co/estadisticas-de-

restitucion-de-tierras 

https://www.restituciondetierras.gov.co/estadisticas-de-restitucion-de-tierras
https://www.restituciondetierras.gov.co/estadisticas-de-restitucion-de-tierras
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La anterior figura responde a los datos estadísticos recopilados en torno a los 

beneficios, hallazgos y metas obtenidas a partir de la Restitución de Tierras, 

evidenciando, un número significativo de solicitudes de inscripciones por lo que se 

procede al señalamiento de las condiciones y estrategias a adoptar para el 

cumplimiento de la Ley. Siendo la segunda etapa de la propuesta la administración 

de las solicitudes en respuesta a las necesidades de los solicitantes, recurriendo a 

los medios jurídicos necesarios en procura del beneficio particular y colectivo de las 

víctimas. Por último, articulado a la administración en términos judiciales se 

establecen las sentencias en beneficio de las victimas destacando cuarenta y seis 

demandas presentadas y veinte seis fallidas.  

Figura 2. Tierras Solicitudes/predios/personas: 

 

Fuente Disponible en: http://cifras.unidadvictimas.gov.co/tierras 
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En complemento, la siguiente figura ilustra en una línea de tiempo las solicitudes 

por cuenta de personas acogidas bajo la reparación de víctimas, denotando un 

incremento entre los años 2012 y 2014 periodos donde se intensifica la medida en 

procura del restablecimiento de los derechos de las víctimas del conflicto armado 

en el país. Según las mismas cifras en Guadalajara de Buga entre los años 2011 

y 2019 se realizaron 196 solicitudes y en concordancia con el consolidado nacional 

entre los años 2012 y 2014 se realizaron 126 solicitudes. Datos importantes que 

al comparar con las cifras entregadas por la unidad de víctimas de un aproximado 

de  diez mil setecientas víctimas en el municipio de Buga48, permitirá analizar la 

percepción de las victimas sobre la efectividad de los mecanismos de justicia 

transicional en la zona rural alta de Guadalajara de Buga, a través de las  

respuestas de la encuesta. 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                            
48 RED NACIONAL DE INFORMACIÓN, UNIDAD DE VICTIMAS. SRNI. 2019.Disponible en 
linea[enlinea]: https://www.unidaddevictimas.gov.co/red-nacional-de-informacion 
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5. METODOLOGÍA PROPUESTA 

5.1 TIPO DE INVESTIGACIÓN 

Para el presente estudio, se propone el uso de un tipo de estudio descriptivo, dado 

que a través de éste se buscará especificar las propiedades, características y 

perfiles de personas, grupos o cualquier otro fenómeno que sea sometido a 

análisis.49 

La investigación a realizar tiene un carácter mixto, utilizando un enfoque cualitativo 

(revisión documental y análisis de contenido) y cuantitativo (encuesta), con un nivel 

de profundidad descriptivo, ya que se pretende determinar la Percepción que tienen 

las víctimas en la zona alta de Guadalajara de Buga, respecto a los mecanismos de 

la Justicia Transicional establecidos en la ley 1448 de 2011. 

5.2. MÉTODO.  

La investigación se realizará a través de un enfoque de tipo hermenéutico, con un 

enfoque cualitativo que contiene la revisión documental y el análisis de contenido  

de tal manera que la información investigativa responde a los interrogantes 

planteados, el método hermenéutico permite analizar la información necesaria para 

aportar una solución concluyente al problema descrito al principio de la presente 

investigación.  

Adicionalmente, mediante una encuesta se busca indagar en los niveles de 

percepción de las víctimas de la Zona Alta de Guadalajara Buga de conformidad a 

la Ley 1448 de 2011, siendo un punto de partida para la elaboración de un análisis 

                                            
49 HERNANDEZ, Rodrigo. Metodología de la Investigación, México: Mc Graw Hill, 2015.  
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detallado de los beneficios y garantías aplicados por el Estado Colombiano, 

conjunto la eficacia de la norma. 

5.3 FUENTES DE INFORMACIÓN.  

Para la presente investigación se utilizarán fuentes primarias de información 

mediante revisión de leyes y decretos reglamentarios relacionados con el tema 

pertinente de investigación y los datos relacionados con la encuesta a las víctimas. 

También se utilizaran fuentes secundarias a través del análisis bibliográfico de libros 

especializados, revistas jurídicas, artículos de Internet, monografías de grado. 

 Primarias: acuerdo de paz, constitución política, Encuesta. 

 Secundarias: Documentos, doctrina y jurisprudencia 

 

5.4. TRATAMIENTO Y ANÁLISIS DE LA INFORMACIÓN 

5.4.1. Procesamiento. Después de recopilada la información se procederá al 

análisis y a la clasificación de la información, seleccionándola temáticamente.  

Luego se procederá a la verificación y comprobación de la información utilizando 

varias fuentes al mismo tiempo. 
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6. CAPITULO I 

Análisis hermenéutico de la ley 1448 de 2011 como mecanismo de Justicia 

Transicional 

  

Uno de los aspectos más importantes que se debe tener en cuenta acerca de la 

justicia transicional es que no existen formas unívocas de aplicar esta justicia, 

puesto que su proceso se va formando a través de las situaciones de violencia y de 

vulneración al DIH y los DDHH. En Colombia es imperante dar una interpretación a 

la justicia transicional desde los conceptos del conflicto armado interno donde nos 

encontramos que en los últimos años se ha venido reconstruyendo. La evolución de 

dicha normativa, se puede estudiar desde cuatro momentos, los cuales se mueven 

a través del marco normativo y concuerdan con los modos de gobernar de los 

últimos presidentes del país y sus intenciones de conseguir la paz. 50 

Tenemos que el primero tiene iniciativas de varios gobiernos, que incluyen 

acercamientos con grupos al margen de la ley y un proceso de Paz en el Caguán 

con las FARC, que no tuvo éxito, impulsado por el ex presidente Andrés Pastrana. 

El segundo, en cabeza de Álvaro Uribe Vélez se desarrolló un proceso de 

desmovilización con grupos paramilitares. El tercer periodo normativo que se 

establece en el primer mandato de Juan Manuel Santos, donde se inician los 

diálogos de paz con las FARC-EP y se forma entre otras cosas con la intención de 

lograr una protección de las víctimas y subsanar el despojo de tierras. El último 

período, con el segundo mandato de Juan Manuel Santos se estableció desde el 

marco jurídico para la paz, el cual se conecta con las conversaciones para alcanzar 

la paz con las FARC.  

                                            
50 VALDERRAMA, Francisco & ORTIZ, Marvin. Justicia transicional: Noción de la justicia en la 
transición colombiana. En: Opinión jurídica,  2017, pp. 245-266 
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Primer Período Normativo: 

Se alcanzan las primeras conversaciones con la intención de alcanzar la paz con 

los grupos armados los cuales han estado presentes desde la década de los 

ochentas y que son hijos de esos procesos de paz que se adelantaron con los 

movimientos M19, MAQL, EPL, PRT, CRS, Disidencias del ELN, junto con un grupo 

de milicias urbanas, se comenzaron los primeros procesos de conversación con las 

FARC y el ELN.51 

Ante esto, se puede decir que en Colombia se han dialogado con trece grupos al 

margen de la ley, de los cuales se han firmado nueve acuerdos humanitarios y de 

cese el fuego, se han hecho diferentes agendas enfocadas en los procedimientos y 

en poder entender las ideas preliminares, de los cuales han resultado diez acuerdos 

de paz.52 De acuerdo a ello, se establecen dichos procesos como uno de los 

primeros eslabones jurídicos.  

En Colombia gracias a esto, se logra desarrollar uno de los primeros intentos 

normativos para facilitar el diálogo, el cual, pueda suscribir acuerdos con 

organizaciones ilegales, logrado durante el periodo presidencial de Ernesto Samper 

Pizano, que durante su proceso de lucha con el narcotráfico y reconociendo que 

hay un proceso de recrudecimiento del conflicto, decide colocar en plano una ley la 

cual se conoce como la 418 de 1997, la cual ha recibido constantes prórrogas como 

la ley 548 de 1999; la ley 782 de 2002; la 1106 de 2006; la 1421 de 2010 y por último 

la consolidación amplia de una ley de victimas que es objeto de nuestra análisis: la 

1448 de 2011. 

                                            
51 CIDOB. Procesos de paz anteriores (FARC-EP Y ELN). Barcelona: CIDOB, 2016. 
52 VLENCIA, Germán, AGUDELO, Carlos, & MEJÍA, Alberto. Ley de Justicia y Paz, un balance de su 

primer lustro. Perfil de Coyuntu-ra Económica , 2010, pp. 59-77. 
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Con lo realizado en la presidencia de Samper, se encuentra el periodo de Andrés 

Pastrana, quien aprovechando los avances legislativos adelantados por el anterior 

gobierno, decidió comenzar un proceso de paz, el cual, deseaba que fuera una 

consolidación de un acuerdo de paz total con las guerrillas de las FARC, que tendría 

la intención de poner fin al conflicto armado con la guerrilla más fuerte de la época. 

Para esto, el presidente facilitó una zona de 42.000 km2 en zonas adyacentes a 

San Vicente del Caguán, donde se le conoció como “la zona de distensión” en la 

que comenzarían las negociaciones entre las FARC y el Gobierno Nacional. En esta 

negociación no se logró llegar a ningún acuerdo, pero permitió el fortalecimiento 

militar de las FARC y el Estado colombiano53. 

Figura 3. Acuerdos de Paz Colombia 1998. Foto: Archivo Histórico Nacional

 

Segundo Periodo Normativo:  

Durante la presidencia Álvaro Uribe Vélez, se dan los procesos de la negociación 

de las desmovilizaciones de los grupos paramilitares o Autodefensas Unidas de 

Colombia, después del fracaso en los diálogos de paz con la guerrilla de las FARC; 

además poniendo en marcha una propuesta en su esquema del gobierno para 

                                            
53 GONYALONS, Enric. Colombia: el largo camino hacia la paz. París: IECAH, 2017 
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impulsar una persecución militar en contra de la guerrilla por todo el territorio 

nacional a través de la Política de Seguridad Democrática. 

A este punto, muchas personas ya tenían un alto nivel de desconfianza ante los 

diálogos que pudieran llegar a un acuerdo de paz, por tal motivo, las personas 

tenían más confianza a una salida de los problemas con la insurgencia por medio 

de la confrontación directa en armas. Con la Política de Seguridad Democrática,  el 

Gobierno hace un desarrollo de hostilidad marcada en las regiones de más 

influencia guerrillera, mientras continuaban algunos de los esquemas de los 

beneficios jurídicos del gobierno Pastrana, pero con una propuesta de un proyecto 

de ley, que permitiera enfrentar nuevos desafíos jurídicos, ante las negociaciones 

con los grupos paramilitares. 

Desde este momento se organizó un sistema normativo enfocado en otorgar 

amnistías e indultos para delitos políticos expuestos en la ley 418 de 1997 y la cual 

se modificaría por la ley 782 de 2002, que permitió que se prolongará su vigencia a 

convertirse en la ley 1102 de 2006, con la finalidad de poder resolver la situación 

jurídica de los grupos paramilitares. De acuerdo a ello, la ley 782 de 2002 del 

gobierno de Álvaro Uribe Vélez permitía a personas pertenecientes a los grupos 

paramilitares, beneficios de tipo jurídico como amnistías e indultos ante el flagelo de 

su actuar. Con el tiempo las negociaciones se vieron en crisis a causa de una alta 

improvisación de las partes para llegar al resarcimiento de una solución final, donde 

la falta de transparencia y el incumplimiento en los procesos pactados en los 

acuerdos, se hizo un protagonista del proceso 54 

Con el fin de dar una solución, el gobierno presenta ante el congreso un proyecto 

de ley, al cual se le denominó “Alter natividad Penal”, con el cual, se ideaba otorgar 

beneficios para aquellas personas o grupos ilegales, excluidos dentro de la ley 782, 

                                            
54 TEPO, Luis. Antecedentes, contexto y aplicación en el ámbito de la Justicia Transicional en 

Colombia. Bogotá: Universidad Nacional. 
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permitir la manifestación, por desear reincorporarse a la vida civil.55 De acuerdo a 

ello, al finalizar el debate legislativo se promulgó la ley 975 del 2005, que funcionó 

como instrumento jurídico consolidado de las facilidades del gobierno nacional a las 

autodefensas que estaban en la mesa de negociación.56 Dicho beneficio se 

condicionó por medio de la colaboración de los implicados a la justicia, narrando la 

verdad de los hechos, de los cuales se vieran ocasionadas algunas violaciones del 

Derecho Internacional Humanitario, así como una reparación a las víctimas.  

Esta ley se le llamó “Justicia y paz”. Las expectativas ante el desarrollo de estos 

nuevos contextos del gobierno y los retos que condicionaban la misma eran 

grandes, lo cual, implicaba poner en la mesa nuevas herramientas utilizadas para 

el posconflicto, en medio de la catástrofe más grande del recrudecimiento de la 

guerra y las hostilidades.  

Entre las críticas sobre el desarrollo de la Ley 975 de 2005 se desarrolla un abuso 

indiscriminado de los beneficios entregados a los paramilitares, una falta de 

transparencia dentro de las negociaciones, dudosas desmovilizaciones por parte de 

los grupos armados, amenazas continuas de las autodefensas en el proceso, 

incumplimiento de los mandatos dentro de la Corte Constitucional, una revitalización 

por parte de los afectados, falta dentro de los mecanismos procesales para dar 

participación a las víctimas de las masacres, precarias garantías para proteger la 

representación de las víctimas y los testigos, así como una falta de operatividad por 

parte del aparato Estatal.57 

                                            
55 La ley 782  de  2002  daba beneficios  jurídicos  para delitos tales como: concierto para delinquir 
simple, utilización ilegal de uniformes e insignias, instigación para delinquir, así como fabricación, 
tráfico y porte de armas y municiones. 
56 TEPO, Op.Cit. 
57 GAMBOA, Camila.  Las fórmulas de paz del Gobierno con las auc, una lectura desde el realismo político. 

Transiciones en Contienda. Disyuntivas de la justicia transicional en Co-lombia desde la experiencia 

comparada. Bogotá: Centro Internacional para la Justicia Transicional, 2010 
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Es importante recordar cómo se realizaron todas las desmovilizaciones por parte de 

los grupos paramilitares, se presentaron ante estos dos fallos en la Corte Suprema 

de Justicia el primero fue el 11 de julio del 2007 y el otro fue realizado el 10 de abril 

del 2008. Donde se generaron grandes controversias, pues, se comenzaron a 

desarrollar graves críticas acerca del “limbo jurídico” por el cual estaba pasando el 

país, el modo en que el gobierno respondió ante ello fue promulgar la ley 1312 de 

2009, donde trataban de reformar algunas normas del código de procedimiento 

penal conocido como la ley 906 del 2004, en la cual, permitía dar oportunidades a 

los desmovilizados de organizaciones del paramilitarismo. Ante dicha situación, la 

Corte Constitucional logró frenar dicho intento con la sentencia C-936 del 2010 que 

declaró inexequible el numeral 17 del Artículo 2 de la ley 1312. Dado lo anterior el 

Congreso de la República creó la ley 1424 del 2010, con la cual, se buscaba que 

los paramilitares continuaran con su proceso de reintegración a la sociedad civil y 

su desmovilización.  

 Aunque en efecto de generaron grandes criticas al modelo de justicia transicional 

planteado por la ley de justicia y paz inicialmente, tanto que tuvo que modificarse en 

varias oportunidades por las cortes, como lo hemos visto anteriormente, no se 

puede desconocer el espíritu central de la ley que propone generar beneficios 

penales (en un tribunal alterno al de la justicia ordinaria) a integrantes de grupos 

paramilitares a cambio de la verdad y la dejación de las filas de estos grupos al 

margen de la ley.  

Lo anterior en esencia es lo que busca la justicia transicional en tratándose de un 

conflicto, generar un escenario de transición que le permita a quienes perpetraron 

los actos victimizantes reincorporarse a la vida civil y a las víctimas ser objeto de 

reparación integral, para de esa manera poner fin a los actos beligerantes entre el 

Estado y un grupo armado al margen de la ley.58 

                                            
58 ICTJ. ¿Qué es la justicia transicional? Bogotá: Estado, 2015. 
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Tercer Periodo Normativo: 

Este periodo se puede caracterizar como el momento de las víctimas, lo podemos 

interpretar como una de las primeras etapas de la justicia transicional en Colombia; 

en las cuales, se dictaron medidas legislativas como la ley 975 de 2005 y la 1424 

de 2010, donde se explican los beneficios para los victimarios pero que desconocen 

totalmente a las víctimas dentro del conflicto armado. Por tal razón, se presentó un 

proyecto de ley liderado por Juan Fernando Cristo, con el que se pretende tramitar, 

por medio de organizaciones de víctimas del conflicto armado, organismos de 

Derechos Humanos, la Procuraduría General, la Defensoría del Pueblo, la Fiscalía, 

junto con la ONU; un proyecto que permita una reparación integral a las víctimas.59 

Este proyecto permitió que se reabriera un proceso en el Congreso, que terminó 

convirtiéndose en la ley 1448 de 2011. Una ley que se convertiría en la primera en 

todo el tiempo de conflicto armado interna, en dirigirse exclusivamente hacia los 

civiles que vivieron la guerra, sin dejar a un lado los mecanismos de reintegración a 

la vida civil por parte de las personas participes de la guerra.  

La ley 1448 del 2011 termina siendo una de las iniciativas vistas desde los contextos 

nacionales e internacionales como el primer avance hacia la búsqueda de La Paz, 

las protecciones a las víctimas y las garantías de sus derechos. Así mismo se 

presenta como un giro a las políticas establecidas durante la época de gobierno de 

Álvaro Uribe Vélez.  

El Estado Colombiano termina por ser uno de los más progresistas en materia de 

legislación en favor de las víctimas, de acuerdo a los tratados internacionales y con 

profundo respeto y concordancia del derecho internacional humanitario. La agenda 

                                            
59 RÚA, Carlos. The moments of transitional justice in Colombia. Revista de Derecho, 71-
109, 2015 



53 
 

del presidente Santos desarrollo un cambio sustancial en las políticas de seguridad 

y de terminación del conflicto.60  

En cuanto a la ley 1448 de 2011 “esta ley contempla importantes avances en 

materia de obligaciones derivadas de los estándares internacionales en el marco de 

procesos de justicia transicional sobre verdad, justicia y reparación. La ley, parte del 

reconocimiento del conflicto armado, establece una definición amplia de víctima del 

conflicto que permite el pleno reconocimiento de todos sus derechos y del proceso 

de restitución de tierras, no discrimina las víctimas por razón del victimario, traslada 

la carga de la prueba de la víctima hacia la responsabilidad del Estado sobre los 

procesos judiciales y fomenta una participación de las víctimas en todo el proceso 

de paz y de construcción de verdad. Finalmente, promueve mecanismos amplios de 

reparación como: indemnizaciones, medidas de rehabilitación, medidas de 

satisfacción y garantías de no repetición”.61 

De acuerdo a esto, la ley se caracteriza por enfocarse en los derechos y las 

garantías dirigidas hacia las víctimas del conflicto armado, permitiendo ampliar la 

situación que los llevó a su realidad adversa y con ello, poder ajustar una mejoría 

de acuerdo a las normativas internacionales, reconociendo la victimización hecha 

por cualquier tipo de grupo armado, sea guerrillero, paramilitar o de los mismos 

agentes del Estado; permitiendo así, fortalecer las instituciones que llevan a cabo 

investigaciones referentes a dichas situaciones, incluidas la posibilidad de restituir 

las tierras a sus dueños legítimos, entendiendo la reparación integral de las 

víctimas, que va más allá de una reparación económica, buscando también dar 

respuesta y poder llegar a la verdad y la justicia, junto con otros beneficios que 

apuntan a la consolidación de la paz, garantizando al beneficio de las víctimas. 

                                            
60 Collazos, Andres Mauricio Valdivieso. «La justicia transicional en Colombia. Los 
estandares internacionales de derechos humanos y derecho internacional humanitario en 
la politica de Santos.» Pap. Polít. 17, nº 2 (Julio-Diciembre 2012): 621-653. 
 
61 Íbid. 
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Igualmente, encontramos que dentro de los procesos de la ley se desarrollan una 

serie de retos que permiten su estabilidad y fortalecimiento.62  

El reconocimiento del conflicto armado interno, es el primer paso fundamental para 

la implementación de la justicia transicional que emplea la ley 1448 de 2011. No 

solo para el cumplimiento de los objetivos propios de la misma, sino que emplea 

también la primera puerta al desarrollo de acuerdos de paz entre el Estado y los 

grupos al margen de la ley que hagan parte del conflicto. 

Tal como afirma Collazos, es imperante la definición de victima para generar las 

instituciones jurídicas necesarias que contribuyan a una reparación integral de las 

victimas bajo los estándares de la verdad, justicia, reparación y garantías de no 

repetición. 

En todo caso, la ley 1448 de 2011, ante la idea de poder superar los obstáculos de 

estructura y de implementación por parte de la ley de justicia y paz, introduce 

importantes reformas al proceso penal especial, el cual, se propuso a establecer los 

siguientes cuatro objetivos primarios: 

 Esclarecer y atribuir una responsabilidad judicial, por situaciones de macro 

criminalidad, realizando así, una persecución penal a máximos responsables. 

 

 Poder dar garantías al derecho de la reparación integral, efectiva a todas las 

víctimas registradas dentro de la ley de justicia y paz. 

 

 Poder agilizar los procesos establecidos por la ley, ante el desarrollo del 

esclarecimiento de la verdad. 

 

                                            
62  MORENO DÍAZ, Manuel María.  Posturas en la atención psicosocial del  conflicto armado en 
Colombia. En: Agora, 2015, pp.193-213 
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 Cumplir a cabalidad los postulados sobre el término máximo de privación de 

libertad, bajo el proceso de la ley de justicia y paz. 

 
No obstante, comprender a fondo la naturaleza de la ley 1448 de 2011, supone la 

necesidad de observar el decreto 4800 de 2011 que reglamenta la ley y en el que 

se considera: “Que la Ley 1448 de 2011 es uno de los instrumentos que integran el 

modelo nacional de Justicia Transicional del que hacen parte las Leyes 975 de 2005, 

418 de 1997, prorrogada y modificada por la Ley 1421 de 2010 y 1424 de 2010, 

entre otras”63 

 
Básicamente pone como eje central la reparación integral a las víctimas como 

principio de justicia transicional, entendiendo “Que la implementación del programa 

masivo de asistencia, atención y reparación integral a las víctimas del conflicto 

armado interno creado mediante la Ley 1448 de 2011, responde a la necesidad de 

reconocer los abusos cometidos en el desarrollo del conflicto armado, mitigar el 

dolor sufrido por las víctimas de las violaciones de que trata el artículo 3° de dicha 

Ley, implementar una serie de medidas que sirvan a su vez para complementar los 

procesos judiciales, y ofrecer oportunidades a las víctimas del conflicto armado 

interno”.64 

 

Con ello la justicia transicional se comienza a introducir de lleno en los procesos de 

ayuda a las víctimas, buscando garantizar sus derechos y continuar así con un 

verdadero proceso de justicia y paz. Para ello se creó la ley 1592 del 2012 que 

busca introducir modificaciones a la ley 975 de 2005, con la intención de acelerar la 

                                            
63 UNIDAD DE VICTIMAS. «UNIDAD PARA LAS VICTIMAS.» 23 de NOVIEMBRE de 
2017. Disponible en linea [en linea] https://www.unidadvictimas.gov.co/es/reparacion/en-
tulua-y-buga-entregan-indemnizaciones-victimas-por-1230-millones/40159. 
 
64 Ibid. 
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eficacia dentro de los procesos de negociación, garantizando los derechos de las 

víctimas a conocer la verdad, a tener justicia y obtener la reparación. 65 

Cuarto Periodo Normativo 

Para el año 2013, los comisionados de las Naciones Unidas dieron un apoyo 

incondicional a los proyectos de cese al fuego y se vieron convencidos que este 

proceso de paz, daría una transformación por completo al país y reduciría los actos 

de violencia y flagelo al DIH, dentro de un conflicto que llevaba más de medio siglo. 

Este momento normativo parte de la negociación establecida entre el Estado 

colombiano y la guerrilla de las FARC. Igualmente, dentro de las pautas a las cuales 

debieron llegar y aceptar la parte gubernamental y la parte guerrillera están darles 

prioridad a los procesos de paz para resolver problemas estructurales, con la 

facilidad de dar acompañamiento a un desarrollo rural sostenible, poder disminuir la 

pobreza y la desigualdad en el país y en enfrentar en cabalidad las violaciones a los 

Derechos Humanos del pasado. 

Igualmente, no sólo la norma sino también la jurisprudencia resaltó las garantías 

que se estaban ejerciendo en relación a la Justicia transicional, con el 

pronunciamiento de la corte constitucional, donde podemos encontrar una serie de 

fallos que hacen mención como la sentencia C-370 de 2006 y la sentencia C-771 

de 2011.  

De acuerdo a ello, estas son de las primeras sentencias que mencionan la justicia 

transicional, en donde se avalan los derechos a las víctimas a la verdad y la 

reparación, junto con los alcances de dichos conceptos, donde los derechos a las 

                                            
65 ICTJ. ¿Qué es la justicia transicional? Bogotá: Estado, 2015. 
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personas que vivieron el flagelo de la guerra podrán obtener veracidad y garantías, 

dentro de los procesos penales que se lleven a cabo de los conflictos armados. 66 

Figura 4. Acuerdos de Paz de La Habana 

 

Foto: El Espectador 

Para esta última fase Colombia ya cuenta con casi 10 años de experiencias dentro 

del desarrollo de mecanismos de justicia transicional, en los cuales se han expedido 

diferentes leyes que han formulado políticas públicas, con el fin de desarrollar 

mecanismos tanto en la labor de la justicia penal y de rendición de cuentas por parte 

de las personas implicadas, para, de este modo ayudar a las víctimas con el 

esclarecimiento de la verdad, la construcción de la memoria histórica y la 

reparación. 

Si lo vemos desde las perspectivas de las cifras, podemos decir que para el 2014 el 

gobierno nacional ya tenía un proceso penal especial, acomodado a la ley 1448 del 

2011, en la cual, se dieron los primeros frutos con 5200 movilizaciones a diciembre, 

se habían hecho 26 sentencias condenatorias, tanto a comandantes paramilitares y 

                                            
66 Ibid 
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militares, y a pertenecientes a grupos armados en menor rango. Por medio de ello, 

se pudo constatar diferentes prácticas ilegales y de vulneración a los Derechos 

Humanos, como desplazamiento forzado, violencia sexual a mujeres y niñas, 

desaparición, reclutamiento de infantes, además de afectar a poblaciones 

completas. 67 

A lo largo de los procesos de implementación de la ley de justicia y paz, se pudieron 

conseguir resultados significativos dentro de la producción y acogimiento de 

información, respecto a los hechos, hallazgos y desarrollos de masacres 

sistematizadas, que dieron como resultado la desaparición forzada de civiles. 

Aunque se podría establecer como uno de los defectos de la justicia transicional, se 

han ejecutado muy bajas persecuciones penales y reparaciones a las víctimas, en 

función al número de personas postuladas por un lado de los victimarios y 

registrados por un lado de las víctimas; junto con una baja labor de importancia por 

parte de los gobiernos de turno. Del mismo modo, se crearon problemas 

significativos en resultados, a causa del gran número de personas que entran en 

proceso de judicialización, donde no se tiene un proyecto de priorización con la idea 

de satisfacer la verdad a las víctimas y reparar sus derechos de conocimiento penal. 

68 

Gracias a la ley 1448 del 2011 se transformaron muchos de los legados que venían 

en materia reparación de la ley 975 del 2005, dando una continuidad de forma 

institucional a la implementación de la ley de víctimas, que lograron desarrollar 

presencia dentro de muchas zonas y regiones de conflicto armado en Colombia, la 

cual, consta de un proceso eficaz de registro y atención que permita sistematizar la 

información de los individuos víctimas de la violencia, que facilita mucho las políticas 

humanitarias, mejorando los datos contables de los civiles y haciendo un 

                                            
67 MININTERIOR. Ley de Víctimas y Restitución de Tierras. Bogotá: Estado, 2016 

68 CIDH. Verdad, justicia y reparación: Cuarto informe sobre la situación de derechos humanos en 
Colombia. Quito, Ecuador: CIDH, 2016. 
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seguimiento a la implementación de la ley. Se ha desarrollado de este modo una 

importante capacidad técnica para abarcar desde la atención psicosocial, hasta los 

modos de inversión para la reparación en diversas comunidades.  

Lo más representativo, se podría decir, es la decisión política de evitar depender de 

la reparación en torno a la verificación de los victimarios. Según, como lo dice la ley 

en su Artículo 3 " la condición de víctima se adquiere con independencia de que se 

indique aprehenda procese o condene al autor de la conducta punible", gracias a 

esto, el estado da un apoyo incondicional a la historia nacional, reconoce el 

problema de las víctimas reparadas, en cuanto a daños sufridos por el 

desplazamiento forzado y queda demostrado ante la Corte un proceso judicial de 

ello. Para entrar en contexto, un conflicto de más de medio siglo, el cual ha 

identificado que se tienen instituciones judiciales débiles y con demasiada 

información, la ley permitió que los procesos de las víctimas no fueran simplemente 

un papel condensado, dentro de los aparatos de justicia, sino que les permitió tener 

un desarrollo primordial para su reivindicación social y económica.69 

Del mismo modo, representa un rasgo distintivo, el modelo colombiano de Justicia 

transicional, el cual privilegia la verdad y la reparación por encima de cualquier 

proceso de paz, que se esté llevando con la idea de poder tener una memoria 

histórica, un informe para la comisión de la verdad y un proceso de paz 

completamente verídico y organizado. Entonces, podemos decir que la idea de la 

ley de reparación de víctimas, le ha permitido al proceso de paz colombiano, ser 

único ante diferentes procesos de paz llevados en el mundo, pues, es el único 

interesado por medio de la justicia transicional de reparar en su totalidad a las 

víctimas de acuerdo a la verdad y la reparación. 70 

                                            
69 COLOMBIA. Sentencias a la Ley 1448 de 2017. Bogotá D.C.: Corte Constitucional, 2017 
70 ICTJ. ¿Qué es la justicia transicional? Bogotá: Estado, 2015. 
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De este modo, no simplemente es importante desarrollar los procesos con 

innovación, los procesos que trae el conflicto y sus variables, también se debe 

mantener una mirada respecto a las posibilidades de éxito que pueda tener la 

justicia transicional. 

 Por un lado, se deben ver las condiciones de las políticas, sociales y jurídicas del 

país, las cuales se manejan como un valor determinante en cuanto a lo que se 

puede hacer y en qué momento. Ante ello es importante dedicar tiempo al análisis 

y mantener un enfoque rígido de acuerdo a los cambios que va entregando la 

realidad y los caminos por los cuales va pasando el conflicto y cómo se mueve 

este de acuerdo a las condiciones. 

 

 En diversos momentos, las condiciones se imponen de acuerdo a las magnitudes 

de los abusos que se alcanzan dentro del conflicto, de acuerdo a ello se debe 

mantener una idea del valor de justicia, llegando a un equilibrio entre la necesidad 

de justicia y el riesgo que trae consigo la estabilidad de garantías. 

 

 Mantener una oportunidad de poder afrontar los procesos de la verdad, con una 

posibilidad de apertura, brindando oportunidades y acercamiento a diferentes 

sectores sociales, que, junto con el desplazamiento, también han vivido calvarios 

atribuidos a la violencia del conflicto, buscando así poder entregar un desarrollo 

de participación por parte de todos los colombianos. 

 

 Dar un criterio para el mejoramiento y el funcionamiento de los procesos sociales 

de la nación, buscando entregar facilidades de solución y resarcimiento adjunto 

a las ideas de nación y sus realidades para darle un contexto etnográfico. 

 

Dentro de los términos de Justicia Transicional hace referencia a los procesos que 

se llevan a cabo en el post-conflicto, simultáneamente al proceso de paz o con 
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posterioridad a él; o durante el proceso de transición a la democracia para el caso 

de los regímenes de facto, que hacen referencia al enjuiciamiento, esclarecimiento 

de la verdad, reparación y reforma institucional, que se producen a raíz de graves 

conflictos y que buscan el restablecimiento de las relaciones sociales a largo plazo. 

Son múltiples las formas de observar el asunto, un espacio y tiempo estratégicos 

para transacciones políticas que tratan de alterar el balance de fuerzas resultantes 

de la transición a la democracia, en un contexto general de debilitamiento de las 

fuerzas autoritarias en retiro, que se encuentran vulnerables a las alegaciones de 

las violaciones atroces de derechos humanos cometidas bajo su gobierno. La 

Justicia Transicional es aquí un instrumento político en manos de actores 

igualmente políticos. 

Otra posibilidad para comprender el fenómeno, es verla como un problema de 

técnica jurídica. En un Estado de Derecho, la justicia adjudica conforme a la decisión 

de organismos especializados que basan su decisión de acuerdo a principios y 

procedimientos preexistentes. Desde este punto de vista, la Justicia Transicional no 

busca lograr resultados acordes a los reclamos morales de la sociedad, ni a la 

conveniencia política, sino conservar los principios del respectivo proceso y la 

independencia del poder judicial al enfrentarse a casos numerosos sobre los cuales 

puede existir poco material probatorio o para juzgar con un insuficiente marco legal, 

las violaciones a derechos acaecidas durante el régimen dictatorial o durante la 

etapa de conflicto.71 

También se puede ver el problema de redefinir la verdad histórica y rescatar la 

memoria de las víctimas, a quienes se presenta la oportunidad de afirmar su propia 

dignidad, mediante narraciones alternativas72, que subvierten la historia oficial 

                                            
71 VALDERRAMA, Francisco & ORTIZ, Marvin. Justicia transicional: Noción de la justicia 

en la transición colombiana. En: Opinión jurídica, 2017, pp. 245-266 
72 GONYALONS, Enric. Colombia: el largo camino hacia la paz. París: IECAH, 2017 
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impuesta por el régimen dictatorial depuesto. El problema es político-cultural en el 

sentido en que se espera que la aseveración de una verdad que responda a los 

discursos del poder arbitrario creara círculos virtuosos que resultaran en la 

afirmación pública y cotidiana de valores tales como la tolerancia, la equidad y se 

establezcan bases sólidas para la democracia. 

La obtención de justicia para las víctimas será un nuevo proceso lleno de 

complicaciones y por lo general imposible de obtener, que genera que finalmente 

reine la impunidad por las violaciones cometidas, o que la obtención de justicia deba 

ser pospuesta a otro momento histórico, en el que las fuerzas de aquellos 

responsables de las violaciones hayan sido reducidas y donde el mantenimiento de 

la democracia y la paz ya no sean óbice para la obtención de justicia. 

En este contexto de juego de intereses políticos, el establecimiento de 

responsabilidades penales, la  publicidad del proceso de justicia, la obtención y 

publicación de la verdad, la reparación de las víctimas de la violencia y del abuso 

del poder y la creación de garantías de no repetición, principios enunciados por el 

reporte  acerca de la cuestión de la impunidad de los autores de violaciones de los 

derechos humanos (civiles y políticos) se ven reducidos a un segundo plano de 

importancia, en un contexto donde lo principal es el establecimiento del orden 

democrático y la obtención de la paz. 73 

Sin embargo, existen objeciones frente la Ley 1448 de 2011. Esto incluye, los 

obstáculos que enfrentan las víctimas para obtener indemnización; el proceso 

complejo que debe llevarse a cabo para identificar las tierras; las disposiciones que 

pueden tener el efecto de legitimar la tenencia de tierras despojadas; y apoyo 

insuficiente a las víctimas que regresan a sus tierras. 

                                            
73 LEFKADITIS, Patrick. El Derecho A La Reparación Integral En Justicia y Paz. Bogotá: 

Estado, 2014 
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Según la comisión de seguimiento y monitoreo  de la ley 1448 de 2011, conformado 

por la contraloría, la procuraduría, la defensoría del pueblo y algunos representantes 

de las víctimas, en un informe presentado en el año 2016, la ley de víctimas podría 

estar desfinanciada, con graves fallas en la implementación y una desconexión 

entre las necesidades de los afectados y la oferta de empleo.74 

Por ejemplo, “respecto a la generación de ingresos en las zonas rurales del país, la 

Comisión afirma en el documento que el Ministerio de Agricultura cuenta con tres 

estrategias de intervención que no corresponden a programas específicos para las 

víctimas de desplazamiento forzado. Entonces, por la dificultad de los requisitos de 

acceso, muchas víctimas no se vinculan”.75 

Para 2019, según esta misma comisión el panorama no es distinto e incluso tiende 

a empeorar, debido a los hechos de violencia que han ocasionado nuevos 

desplazamientos y nuevas víctimas del conflicto; “eventos han desbordado la 

capacidad de las entidades territoriales y nacionales para la atención inmediata, de 

emergencia y sostenibilidad de los procesos de retornos y reubicaciones, 

impidiendo acceder a soluciones duraderas que posibiliten la superación de la 

situación de vulnerabilidad de las víctimas”76 

Este informe plantea que 15 departamentos y 25 municipios del territorio nacional 

se encuentran en riesgo de violaciones de derechos humanos. Solo el 12,6% de las 

víctimas han sido reparadas en Colombia; y afirma que para implementar una 

política pública de reparación integral entre 2019 y 2021 se requiere de 

                                            
74 SEMANA. «LAS GRAVES DEFICIENCIAS DE LA LEY DE VICTIMAS.» Colombia 2016. 
Disponible en linea [en linea] https://www.semana.com/las-graves-deficiencias-de-la-ley-
de-victimas-2016 
75 Ibid.  
76 DEFENSORIA DEL PUEBLO. «www.defensoria.gov.co.» 6 de Agosto de 2019. 
https://www.defensoria.gov.co/es/nube/noticias/8206/Comisiones-de-seguimiento-a-la-
Ley-de-V%C3%ADctimas-y-Decretos-Leyes-%C3%89tnicos-alertan-sobre-aumento-de-
nuevos-hechos-de-violencia-Ley-de-v%C3%ADctimaS;-v%C3%ADctimas;.htm. 
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aproximadamente 115 billones de pesos. Entre tanto una de las problemáticas que 

observa la comisión es la persistencia en los hechos victimizantes, específicamente 

en regiones como el pacifico.77 

Estas alertas son muy preocupantes y dan un aviso acerca de los problemas 

estructurales que al final impiden las buenas intenciones de la ley 1448 de 2011, si 

bien el desarrollo legal y normativo de los principios jurídicos allí consignados son 

importantes en materia de justicia transicional, en la praxis puede quedarse corta 

confrontada con la realidad del conflicto colombiano, de una lado por la falta de 

financiación que puede poner en riesgo la política fiscal de la Nación y de otro la 

sistematización constante de victimas que hace que la lista crezca sin tener los 

instrumentos logísticos y económicos para la implementación efectiva del sistema 

de reparación integral. 

Desde el principio se avizoraba una ley garantista en materia de derechos humanos 

y progresista en la aplicabilidad de la justicia transicional acordes con la 

normatividad internacional a la cual Colombia está sujeta. Sin embargo en su 

desarrollo real, observamos que la inoperancia está dada por factores económicos 

sustanciales para el cumplimiento de lo planteado, evitando que las victimas tengan 

un goce pleno y efectivo de la reparación integral a la que tiene derecho.  

La Ley se presenta como parte de un proyecto de justicia transicional, lo que implica 

que el conflicto armado es una cosa del pasado. Sin embargo, en realidad el 

conflicto, ha sido caracterizado por violaciones generalizadas de los derechos 

humanos y del derecho internacional. Además no obstante el éxito en alguna 

medida del proceso de paz, no ha dado una terminación por completa de los 

                                            
77 DEFENSORIA DEL PUEBLO. «www.defensoria.gov.co.» 6 de Agosto de 2019. 

Disponible en linea [en 
linea]https://www.defensoria.gov.co/es/nube/noticias/8206/Comisiones-de-seguimiento-a-
la-Ley-de-V%C3%ADctimas-y-Decretos-Leyes-%C3%89tnicos-alertan-sobre-aumento-de-
nuevos-hechos-de-violencia-Ley-de-v%C3%ADctimaS;-v%C3%ADctimas;.htm. 
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conflictos en el país, aún quedan grupos armados que continúan operando y 

dejando víctimas, tal es el caso de las disidencias de las FARC, los grupos 

paramilitares, las BACRIM, entre otros. 

Se debe entender que gran parte de los procesos realizados en cuanto a la Ley de 

víctimas en Colombia, debe fortalecerse de acuerdo a las necesidades de los civiles 

afectados, una gran parte de las razones por las cuales se crea la Ley 1448 es para 

poder brindarles facilidades a las personas para restablecer su vida con garantías. 

78 

Entre los procesos de garantías se puede encontrar la atención psicosocial y 

articulación con la justicia transicional, como uno de los elementos para que haya 

un cumplimiento a estas personas que vuelven a sus hogares.  

Sin embargo uno de los problemáticas en el desarrollo de la Ley 1448 de 2011, es 

precisamente la no atención a las personas afectadas por el conflicto, desde los 

procesos psicosociales, pues el Ministerio de Salud y la Unidad de Víctimas han 

encontrado una brecha en la situación, a causa de la disminución de los recursos 

por parte del Estado al proyecto de bienestar psicológico, con ello no se puede tener 

un número exacto de las personas que terminan conviviendo con el problema del 

daño social y moral que encuentran, incluso en el momento de regresar a las zonas 

de conflicto.79 

 

 

                                            
78 CIDH. Verdad, justicia y reparación: Cuarto informe sobre la situaciónde derechos 
humanos en Colombia. Quito, Ecuador: CIDH, 2016 
79 MinInterior. Ley de Víctimas y Restitución de Tierras. Bogotá: Estado, 2016. 
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7. CAPITULO II 

Análisis comparativo sobre la percepción que tiene la población víctima del 

conflicto en la zona rural de Guadalajara de Buga 

 

La Ley 1448 de 2011, se centra en dignificar la población en situación de 

desplazamiento forzado, de esta manera se expidió el Decreto 4800 de 2011, que 

complementa la Ley 1448 de 2011 a fin de reglamentar la indemnización por vía 

administrativa, determinando que la Unidad Administrativa Especial para la Atención 

y Reparación Integral a las Víctimas, sería la encargada de coordinar todos lo 

relacionado con la reparación a las víctimas. Por lo anterior, la Justicia Transicional 

constituye teóricamente un mecanismo reivindicatorio para dignificar a la población 

desplazada.80
  

Los grandes aportes en materia de visibilidad y reconocimiento a la población 

víctima de desplazamiento forzado producto del conflicto interno armado 

colombiano ha sido desarrollada fundamentalmente vía jurisprudencial de tal 

manera que la Corte Constitucional se manifiesta a través de sus diversos 

pronunciamientos en la que replantea los derechos de las víctimas, dejando en claro 

en reconocida jurisprudencia que la víctima tiene derecho a participar en el proceso 

penal, no solo para el resarcimiento pecuniario, sino también para hacer efectivos 

sus derechos a la verdad y a la justicia. Así se plantea en la sentencia C-228 de 

2002 en la que la corte constitucional expresamente señala:  

“La concepción constitucional de los derechos de las víctimas y de los perjudicados 

por un delito no está circunscrita a la reparación material. Esta es más amplia. 

Comprende exigir de las autoridades y de los instrumentos judiciales desarrollados 

por el legislador para lograr el goce efectivo de los derechos, que éstos sean 

                                            
80 MinInterior. Ley de Víctimas y Restitución de Tierras. Bogotá: Estado, 2016. 
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orientados a su restablecimiento integral y ello sólo es posible si a las víctimas y 

perjudicados por un delito se les garantizan sus derechos a la verdad, a la justicia y 

a la reparación económica de los daños sufridos, a lo menos”.81 De esta manera la 

corte precisa que la participación de las víctimas en el proceso penal va mucho más 

allá de la reclamación material de la reparación y que en consecuencia de ello, estas 

tienen derecho a exigir verdad y justicia de acuerdo a los preceptos normativos 

constitucionales de la nación y el derecho internacional. 

De acuerdo a dichos procesos de manejo en recuperación y restitución, se realiza 

una encuesta a los desplazados que retornaron  a sus tierras gracias al proyecto 

de ley 1448 de 2011; para esta investigación se desarrolló el estudio del caso de 

las veredas de La Habana, El Placer, Magdalena y Alaska, las cuales vivieron el 

traumatismo del conflicto armado interno, que obligó a las personas a abandonar 

las tierras. Para ello se caracterizó, durante la investigación la perspectiva 

poblacional encuestada, enfocando esto a los desarrollos de la reparación de los 

campesinos víctimas de las cuatro veredas. Para ello se realizaron un total de 80 

encuestas.  

 

 

 

 

 

                                            
81 Setencia C-228. MP. : Manuel José Cepeda Espinosa y Eduardo Montealegre 

Lynett (CORTE CONSTITUCIONAL COLOMBIANA, 2002). 
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Gráfica 1. Procesos de encuesta en las cuatro veredas de Guadalajara de Buga 

 

Fuente: Elaboración propia 

Para la investigación se hará un desarrollo de manejos demográficos en los cuales 

se caracteriza la población a la cual va dirigida la investigación, con ello se quiere 

reconocer los procesos de conocimiento por parte de las personas a las cuales se 

les vulneraron sus derechos, el regreso a sus tierras gracias al desarrollo de la Ley 

1448 de 2011, con la cual se busca la reintegración de las personas a sus vidas 

habituales garantizando, derechos de reivindicación a causa de los 

desplazamientos forzados.  

En la gráfica número 1, se puede observar que para el estudio se escoge una 

población paralela, establecida por veinte personas de cada vereda, donde la 

participación se fundamentó en su victimización entre otros, a partir de los conflictos 

y masacres perpetuados en las épocas de 1999 al 2001 y que se vieron obligados 

a abandonar sus tierras. Estos cuatro corregimientos agrupan la mayor cantidad de 

campesinos de la zona rural alta de Buga, y son epicentro de otros en materia 

económica, abastecimiento de alimentos, servicios de salud, recreación, entre otras 

necesidades básicas. 
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Gráfica 2. Edades promedio de las personas encuestadas. 

 

 

 

 

 

Fuente: Elaboración propia 

En el desarrollo de la figura 2, se evidencia que la gran mayoría de personas 

encuestadas son jóvenes adultos, los cuales según cálculos se puede inferir que 

para la época de los hechos victimizantes eran menores de edad. 

Muchos de estos jóvenes vivieron el conflicto perpetuado por distintos grupos 

armados entre ellos las FARC y los paramilitares, no obstante de estar en medio 

también de las hostilidades que se presentaron entre estos actores ilegales y la 

fuerza militar y policial del Estado. Buga cuenta con el Batallón Palace y un batallón 

de alta montaña, así como una estación de policía en la Habana y la Magdalena, 

razón por la cual incluso fue condenado el Estado por parte del Consejo de Estado 

mediante la sentencia 2003-02909 de 13 de mayo de 2015 por la inoperancia de las 

fuerzas armadas en la masacre, perpetrada por los paramilitares en el año 2001 en 

el sector de Alaska. 

La población entre los 29 y 45 años de edad, componen un grupo importante en la 

muestra tomada, estas personas han regresado al territorio en algunos casos para 

recuperar su vida en el campo luego del acuerdo de paz entre el Estado Colombiano 
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y las FARC, y a la espera de una reparación integral por los daños causados por el 

conflicto.  

Entre tanto la población mayor de 60 años son personas que han sufrido de las 

distintas expresiones de la guerra en Colombia, desde la vivida por el conflicto 

bipartidista, hasta lo ocurrido por la aparición de las guerrillas y los grupos 

paramilitares. Muchas personas en el país han fallecido esperando la merecida 

reparación integral a que tienen derecho. 

Gráfica 3. Género de la población 

 

Fuente: Elaboración Propia 

En la representación demográfica, se reconoce que en gran medida el desarrollo de 

la manifestación de género se mantiene muy igual, en Guadalajara de Buga, según 
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cifras del DANE (Departamento Administrativo Nacional de Estadística)82 el 51% de 

la población es femenina, mientras que el 49% es masculino, generando un 

panorama propicio en el desarrollo de la muestra. Para el desarrollo de la encuesta, 

se optó por aplicar en proporciones iguales el instrumento a hombres y mujeres. 

Aunque gran parte de los afectados durante los procesos de masacre son 

determinados por hombres, se mantiene un régimen equitativo al momento de 

aplicar los datos correspondientes a la investigación. Igualmente se puede atribuir 

el desarrollo de los conceptos de la encuesta a causa de los hijos que en ese 

momento eran menores de edad y ahora son adultos. 

Uno de las respuestas que más llama la atención, es la persona que se abstuvo de 

manifestar su identidad sexual. Esto puede ocurrir debido a que no quiere 

identificarse de ninguna manera, aun cuando en el momento de desarrollar la 

muestra no se indagaron datos personales o a causa de sus componentes de 

realidad en una zona tan marcada por la violencia en donde gran parte de las 

personas que pertenecen a núcleos no Cisgéneros, terminan siendo altamente 

vulnerables en el conflicto, causados por los fenotipos propios del mismo y la 

vulnerabilidad que genera la discriminación por identificarse y orientarse de manera 

distinta al sexo biológico. 

Terminado los aspectos de orden demográfico, se comienza a desarrollar, dentro 

de la encuesta los conocimientos de acuerdo a las ideas, conceptos y 

contextualizaciones que las personas tienen de acuerdo a la Justicia transicional y 

la ley 1448 de la reparación a las víctimas. 

                                            
82 DANE. «www.dane.gov.co.» 10 de Diciembre 2019 de 2018. 

https://www.dane.gov.co/index.php/estadisticas-por-tema/demografia-y-
poblacion/censo-nacional-de-poblacion-y-vivenda-2018 (último acceso: 2018). 
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Gráfica 4. Conocimiento de la Ley 1448 de 2011 por parte de las víctimas del 

conflicto 

 

Fuente: Elaboración Propia 

De acuerdo al contexto entregado en la gráfica 4, se muestra una realidad delicada 

dentro de los criterios de la reparación y es que 36 de las personas encuestadas no 

tienen conocimiento, frente a la existencia de la ley 1448 de 2011, de acuerdo a ello 

vemos que, esto tiende a tener conflictos y problemas, ante los beneficios que 

brinda el estado y la búsqueda para esclarecer las verdades del conflicto.  

El conocimiento de todos las víctimas  de Colombia debe estar regida por actos de 

información y de conocimientos por parte de las personas víctimas, para poder así 

reconocer sus derechos, de acuerdo a las realidades por las cuales pasaron en 

medio de la guerra. Tener el conocimiento sobre los mecanismos para exigir y poder 

entender los derechos que se tiene ante un conflicto como el afrontado en Colombia, 

es fundamental para exigir las reparaciones necesarias y los debidos 

acompañamientos, económicos y los de salud física y mental de las personas, con 
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la necesidad recuperar la vida llevada antes de la ocurrencia de los hechos 

victimizantes. 

Poco menos de la mitad de las personas encuestadas  no conocen la ley 1448 de 

2011, la cual es el instrumento mediante el cual pueden tener acceso a los 

mecanismos de verdad, justicia, reparación y garantías de no repetición. Algunos 

de ellos saben que el Estado debe repararlos y que hay una ley para ello, pero no 

conocen a ciencia cierta cuál es la legislación que los protege. Esto constituye un 

reto constante al Estado en un país donde todos los días nacen, se modifican y 

derogan leyes, sin los adecuados principios de publicidad e inclusión para que la 

mayor parte de la población, en especial la beneficiaria se entere de los beneficios 

a que tiene derecho.  

De entrada entonces encontramos una problemática sobre la eficacia de la ley en 

su aplicación, y este tiene que ver con el desconocimiento que a más de 8 años de 

haberse sancionado y puesto en marcha, aún hay personas que no la conocen. 
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Gráfica 5. Conocimiento por parte de las víctimas de la justicia transicional de 

acuerdo a la Ley 1448 de 2011 

 

Fuente: Elaboración Propia 

De acuerdo a los procesos contenidos dentro de los mecanismos de justicia 

transicional, las personas de los corregimientos de Guadalajara de Buga, tienen 

conocimiento de los mecanismos de la ley 1448 por medio de la reparación, sin 

embargo y concordancia con el análisis al grafico 4, no tienen un conocimiento pleno 

de la ley en su generalidad, la cual se encarga de darle valor a sus procesos de 

reingreso a sus territorios y la facilidad de reparar de la mejor manera sus bienes, 

con la intención de retribuir ante el daño causado por medio del conflicto armado. 

Del mismo modo, se debe tener en cuenta, que gran parte de las personas que 

volvieron a las zonas que anteriormente eran de violencia, no tuvieron 

repercusiones de asesinatos familiares, sólo conocían la situación de la guerra y los 
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25; 16%
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asesinatos por parte de las autodefensas, con el fin de crear el terror, que obligó a 

los pobladores a desplazarse, Por otro lado, se puede interpretar que una de las 

necesidades establecidas por las personas encuestadas, es la de justicia, con la 

cual esperan que en tiempos posteriores no existan problemas de repetición de la 

violencia en su territorio. 

Las víctimas en un contexto de realidad conocen y ponen como prioridad el 

concepto de reparación, dado que este según su percepción garantiza estabilidad 

económica y familiar, para vivir de manera digna. Es dable asumir que, en muchas 

ocasiones como veremos en el análisis a los siguientes gráficos, las victimas suelen 

sacrificar un poco de otros derechos con la esperanza de ser objeto de reparación 

sobre todo económica y de vivienda. 

Gráfica 6. Beneficio por parte de los programas de Justicia Transicional en 

los corregimientos de Buga 

 

Fuente: Elaboración Propia 
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Ante estos resultados se puede dilucidar una de las más grandes falencias por las 

cuales pasa el proceso de restauración a las víctimas del conflicto, encontramos 

que una gran parte de las personas encuestadas en los corregimientos, no sienten 

que han sido beneficiarios de la justicia transicional que emplea la ley 1448 de 2011, 

sólo diecisiete de los encuestados han gozado del beneficio de la reparación y 

cincuenta y cuatro, no han podido ser partícipes de los beneficios de la ley 1448 de 

2011. 

Esta pregunta es clave para el desarrollo de nuestra investigación porque indaga de 

manera directa a la persona encuestada solicitándole que manifieste con 

determinación cual ha sido el beneficio en términos de la justicia transicional que ha 

recibido después de haber sido objeto de un hecho victimizantes. Nos permite 

empezar a tener una muestra de resultado acerca de la efectividad que ha tenido la 

aplicación de la ley en el territorio objeto de la presente investigación. 

Cabe resaltar, que una de las necesidades que tiene el proceso de la Ley 1448 de 

2011 para su aplicación, es mantener más empatía con las víctimas del conflicto, 

llegar de manera más amplia y poder brindar respaldo a la hora de presentarse las 

necesidades de conocimiento, como gran parte de la población encuestada lo 

presenta. Es necesario que las instituciones sigan fortaleciendo los procesos de 

reparación y el acompañamiento para un acceso efectivo y oportuno por parte de 

las personas que se consideren con derecho a ser reparados por haber vivido de 

manera directa o indirecta el horror del conflicto armado interno colombiano. 
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Gráfica 7. Consideraciones respecto a la Ley 1448 por parte de las víctimas 

 

Fuente: Elaboración Propia 

Ante lo representado en la gráfica 7, se evidencia que un 59,32% las personas 

desean tener un acto de reparación ante la situación de las consecuencias de la 

guerra, sin embargo, se debe tener en cuenta que ante los factores de los beneficios 

entregados por la Ley 1448, las personas siempre van a querer mantener un oficio 

de reparación total de las circunstancias vividas, generalmente la reparación es la 

necesidad primaria, porque termina siendo la con secuencialidad de poder volver a 

sus hogares en los corregimientos, pero, la oportunidad de tranquilidad que puede 

traer la justicia y la no repetición, es uno de los factores importantes en el desarrollo 

de volver a las zonas que eran de conflicto.  

La ley debe establecer cimientos para beneficiar a las víctimas ante los procesos de 

confianza de no repetición, pues la reparación es la necesidad primaria que tienen 

las personas beneficiarias de la justicia transicional, pero la relación integral de que 

trata la misma ley de víctimas, le permite a las víctimas tener acceso a la verdad 

sobre los hechos no esclarecidos, saber que hubo justicia con los victimarios, y tener 
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la certeza de que nunca van a tener que pasar por los mismos hechos o similares 

que atenten contra sus vidas, su dignidad o la de sus cercanos. 

Gráfica 8. Consideraciones de las víctimas de Guadalajara de Buga de las 

acciones que debe implementar el Estado ante la Ley 1448 de 2011 

 

Fuente: Elaboración Propia 

Como una manifestación de las necesidades que presentan las víctimas, son 

indispensables los manejos que el gobierno le den a las situaciones de conflicto, 

ante las situaciones de violencia por las cuales pasaron gran parte de los 

encuestados, consideran que el acompañamiento por parte del Estado es 

indispensable para las funciones de restauración y reparación, puesto que ante el 

flagelo del conflicto, sentir el apoyo estatal es uno de los mecanismos importantes 

para poder mantener una estructura de paz durante los procesos de restitución y 

restauración, puesto que, el Estado debe darse cuenta que su acompañamiento es 

indispensable para poder traer tranquilidad y paz a las zonas golpeadas por el 

conflicto.  
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Ante el desconocimiento de la ley 1448 de 2011, podemos evidenciar en la muestra 

que las personas desconocen que el primer punto donde habla de reparación 

integral a las víctimas, compone cada uno de los puntos que prosiguen. Todo ellos 

son importantes y en un proceso de reparación ninguno debe en concordancia con 

la ley excluir al otro. La reparación integral compone cada uno de los mecanismos 

que ya hemos mencionado en repetidas ocasiones a la luz de esta investigación. 

Es clave observar como hacía referencia en anterior análisis que los campesinos 

por su parte prevén la importancia de que el Estado les acompañe en materia 

económica para el desarrollo de sus actividades agrícolas, que les permita tener 

una mejor calidad de vida. Asumiendo estas características y la garantía de no 

repetición, muchos de ellos están dispuestos a mediar los dispositivos judiciales que 

hagan pagar condenas a quienes fueron actores del conflicto. Esto es una muestra 

además de justicia restaurativa donde las víctimas se disponen a sacrificar 

medianos “castigos” a los victimarios con el fin de sentirse plenamente reparados. 

En orden de importancia, muchas de las personas encuestadas manifiestan que 

consideran importante tener acceso a la verdad, acerca de los hechos de los cuales 

fueron víctimas, sobre todo en aquellos que se desarrollaron secuestros, 

desapariciones y asesinatos. Es vital el conocimiento de la verdad para darle una 

estructuración a la construcción de una paz estable y duradera, es por ello que el 

acuerdo de paz entre el Estado y las FARC-EP, contempla una Comisión de la 

Verdad, que se encargue exclusivamente de conformar un archivo de la realidad de 

las formas en que se desarrolló el conflicto como un mecanismo supremamente 

valioso en la reparación integral de las víctimas. 

Si bien el proceso de paz ha estado sometido a críticas desde la negociación hasta 

la implementación, pasando por momentos difíciles, sobre todo en materia del 

desarrollo legislativo que le da vida jurídica a lo pactado; las personas encuestadas 

en gran medida manifiestan que la implementación en su totalidad del acuerdo de 
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paz, garantizaría los escenarios de reparación que tanto piden, y que de manera 

fundamental contribuye a la tranquilidad y cumplimiento del derecho a la no 

repetición del conflicto que tanto dolor le ha causado a las familias Colombianas. 

Gráfica 9. Concepto de las víctimas de Guadalajara de Buga respecto a la 

Ley 1448 de 2011 

 

Fuente: Elaboración Propia 

En lo representativo ante los aspectos encontrados en el último resultado de la 

encuesta, se refleja un sentimiento de desasosiego de acuerdo a la implementación 

de la ley de víctimas, puesto que muchas de las personas que deben estar 

beneficiadas ante la situación del flagelo del conflicto mantienen un 

desconocimiento de la Ley y su función práctica para el retorno a sus tierras. El 

problema del desconocimiento como se vio en el grafico 4, nos da un contexto de 

los resultados de efectividad de la ley para las personas de estas cuatro veredas, 

dando por entendido que mantienen un serio problema de manifestación social, de 
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acuerdo a las situaciones de realidad de garantías que brinda la Ley a las personas 

víctimas. 

Generando esto un panorama de desconfianza en la aplicabilidad y efectividad de 

la ley y arrojando unos resultados preocupantes en materia de eficacia en la 

reparación a las víctimas del conflicto armado interno Colombiano que habitan la 

zona rural alta de Guadalajara de Buga. 
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8. CAPITULO III 

Avances de la aplicabilidad de la justicia transicional en la zona rural alta de 

Guadalajara de Buga de lo establecido en la ley 1448 de 2011 

  

Para empezar, es importante que las víctimas del conflicto participen de las 

instancias de participación creadas precisamente para reclamar y velar por su 

derechos, deben participar en las decisiones que las afectan, para lo cual contarán 

con información, asesoría y acompañamiento necesario y de ello obtendrán la tutela 

efectiva de sus derechos en virtud del mandato constitucional, deber positivo y 

principio de la dignidad.  

El Estado se compromete a adelantar en las zonas afectadas por el conflicto 

acciones encaminadas al fortalecimiento de la autonomía de las víctimas para que 

las medidas de atención, asistencia y reparación establecidas en la Ley 1448, 

contribuyan al ejercicio pleno de sus derechos. 

Igualdad: Las medidas contempladas en la presente ley serán reconocidas sin 

distinción de género, respetando la libertad u orientación sexual, raza, la condición 

social, la profesión, el origen nacional o familiar, la lengua, el credo religioso, la 

opinión política o filosófica. 83 

La ley tiene como objetivo: “Establecer un conjunto de medidas judiciales, 

administrativas, sociales y económicas, individuales y colectivas, en beneficio de las 

víctimas de las violaciones, dentro de un marco de justicia transicional, que 

posibiliten hacer efectivo el goce de sus derechos a la verdad, la justicia y la 

reparación con garantía de no repetición, de modo que se reconozca su condición 

                                            
83 MinInterior. Ley de Víctimas y Restitución de Tierras. Bogotá: Estado, 2016. 
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de víctimas y se dignifique a través de la materialización de sus derechos 

constitucionales”.84  

El derecho a la verdad es entendido como: “Las víctimas, sus familiares y la 

sociedad en general, tienen el derecho imprescriptible e inalienable a conocer la 

verdad acerca de los motivos y las circunstancias en que se cometieron las 

violaciones de que trata el artículo 3° de la presente ley, y en caso de fallecimiento 

o desaparición, acerca de la suerte que corrió la víctima, y al esclarecimiento de su 

paradero”85. El derecho a la justicia es entendido como: “Es deber del Estado 

adelantar una investigación efectiva que conduzca al esclarecimiento de las 

violaciones contempladas en el artículo 3° de la presente ley, la identificación de los 

responsables, y su respectiva sanción”. 86 

El derecho a la reparación integral es entendido como: “Las víctimas tienen derecho 

a ser reparadas de manera adecuada, diferenciada, transformadora y efectiva por 

el daño que han sufrido como consecuencia de las violaciones de que trata el 

artículo 3° de la presente ley”.87  

Derecho de las víctimas: Las víctimas de las violaciones contempladas en el artículo 

3° de la presente ley, tendrán entre otros, los siguientes derechos en el marco de la 

normatividad vigente:  

1. Derecho a la verdad, justicia y reparación.  

2. Derecho a acudir a escenarios de diálogo institucional y comunitario.  

                                            
84 MinInterior. Ley de Víctimas y Restitución de Tierras. Bogotá: Estado, 2016. 
85 Ibid 
86 Ibid 
87 Ibid 
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3. Derecho a ser beneficiario de las acciones afirmativas adelantadas por el Estado 

para proteger y garantizar el derecho a la vida en condiciones de dignidad.  

4. Derecho a solicitar y recibir atención humanitaria. 

5. Derecho a participar en la formulación, implementación y seguimiento de la 

política pública de prevención, atención y reparación integral.  

6. Derecho a que la política pública de que trata la presente ley, tenga enfoque 

diferencial.  

7. Derecho a la reunificación familiar cuando por razón de su tipo de victimización 

se haya dividido el núcleo familiar.  

8. Derecho a retornar a su lugar de origen o reubicarse en condiciones de 

voluntariedad, seguridad y dignidad, en el marco de la política de seguridad 

nacional. 

9. Derecho a la restitución de la tierra si hubiere sido despojado de ella, en los 

términos establecidos en la presente ley.  

10. Derecho a la información sobre las rutas y los medios de acceso a las medidas 

que se establecen en la presente ley.  

11. Derecho a conocer el estado de procesos judiciales y administrativos que se 

estén adelantando, en los que tengan un interés como parte o intervinientes.  
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12. Derecho de las mujeres a vivir libres de violencia”. 88 

Sobre los anteriores principios, definiciones y compromisos, el legislador pasa a 

disponer, de manera concreta y en detalle, sobre la ayuda humanitaria, la atención 

a víctimas del desplazamiento forzado, la restitución que es entendida como la 

realización de medidas para el restablecimiento de la situación anterior a las 

violaciones contempladas en el artículo 3°; sobre las acciones de restitución de los 

despojados, entendidas como  las medidas requeridas para la restitución jurídica y 

material de las tierras a los despojados y desplazados.  

Al momento de aplicar la justicia transicional, encontramos que esta permite el 

fortalecimiento del ejercicio legislativo, la restauración de la legalidad, entre los 

miembros de la comunidad, debilitar la cultura de la impunidad con la facilidad de 

aplicar penas alternativas, fortalecer la dignidad de las personas que fueron 

víctimas, restablecer el derecho a la verdad, la promoción de reformas y mejoras 

a las instituciones, tanto sociales, como económicas; para poder bajar 

significativamente la desigualdad, fomentando el fortalecimiento a los procesos de 

participación política, por parte de individuos de la sociedad, creando una cultura 

de tolerancia que permita mejores beneficios. 89 

El proceso de la justicia transicional, hace que se tengan mecanismos de 

conciencia, ante los actores del conflicto armado, con la intención de poder mejorar 

el respeto hacia los procesos del derecho internacional humanitario. De este 

modo, se asocia con la justicia restaurativa, que permite mejorar la capacidad de 

                                            
88COLOMBIA. Leyes y Decretos Ley 1448 de 2011. Por la cual se dictan medidas de 
atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno y se 
dictan otras disposiciones. Bogotá D.C.: Congreso de la República de Colombia, 2011 
89 ICTJ. ¿Qué es la justicia transicional? Bogotá: Estado, 2015 
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los miembros de la sociedad, para prevenir inconvenientes, permitiendo 

estrategias de negociación y resolución a los conflictos.90   

Desde un contexto histórico, la justicia transicional mantiene un vínculo estrecho 

con el desarrollo humano, crea incentivos para el fortalecimiento y la 

concientización de la lucha contra la desigualdad. Y se asocia a una estabilización 

y perfeccionamiento de los procesos económicos. Si lo ponemos de esta forma, la 

economía se beneficia en gran medida, al estar en Servicio del bienestar humano, 

lo cual, sería una gran intervención para un mejoramiento empático entre 

sociedades y comunidades de veredas y pueblos pequeños, ejemplo de ello los 

corregimientos de la zona rural alta de Guadalajara de Buga.91 

Frente a la realidad de los corregimientos, debemos tener en cuenta que la 

reparación integral debe mantener dimensiones tanto individuales, como 

colectivas materiales, morales y simbólicas; el proceso se compone de cinco 

medidas las cuales son: rehabilitación, indemnización, satisfacción, restitución y 

garantías de no repetición. 

Con ello, podemos decir que la reparación a las víctimas implica, no sólo dar una 

indemnización de tipo monetario o poder restituir los bienes de las personas, sino 

la necesidad de hacer un acompañamiento que garantice el desarrollo efectivo de 

los derechos, en materia de educación, salud, vivienda, programas de empleo y 

emprendimiento; así como acciones para devolver la dignidad, memoria, 

recuperación y conocimiento de la verdad; con lo cual, se pueda conceder 

condiciones de vida digna para las personas que sufrieron el flagelo, con hechos 

tales como el desplazamiento forzado, la desaparición, el homicidio, la tortura, 

                                            
90 MELAMED, Janiel. La Justicia Transicional: La Llave Hacia Una Salida Negociada Al 
Conflicto Armado En Colombia. Estrategia de la Justicia, 185-206, 2017 
91 GAMBOA, Camila.  Las fórmulas de paz del Gobierno con las auc, una lectura desde el 

realismo político. Transiciones en Contienda. Disyuntivas de la justicia transicional en 
Co-lombia desde la experiencia comparada. Bogotá: Centro Internacional para la Justicia 
Transicional, 2010 
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violaciones, abusos de tipo sexual, tratos inhumanos, secuestro, reclutamiento 

forzado de infantes y desplazamiento forzado. Junto con otros mecanismos de 

guerra ilícitos que han dejado zozobra durante las últimas décadas.92 

Para colocar en contexto la situación de Guadalajara de Buga, se debe tener un 

entendimiento de acuerdo a los procesos de reparación que se hace para ello, se 

debe tener en cuenta cada uno de los aspectos que entran dentro de la justicia 

transicional y la ley de reparación de víctimas, que no solamente se trata de un 

diseño de retribución económica, sino también de hacer un acompañamiento de 

tipo mental, mejorar las oportunidades dentro de las zonas del conflicto armado, 

restituir los daños materiales, los prejuicios morales, los desarrollos de asistencia 

jurídica y la rehabilitación de tipo médico y psicológico de las personas víctimas 

del conflicto.  

Haciendo un ejercicio retrospectivo, la tragedia que vivieron muchos campesinos 

que huyeron de la región, comienza con los pobladores de los corregimientos de 

La Habana, quienes se desplazaron en 2001, cuando un grupo de autodefensas 

Del Bloque Calima, con un grupo de integrantes de la Policía y del Ejército 

asesinaron a sangre fría veinticuatro campesinos, lo que obligó a que las tierras 

quedaran abandonadas.  

Lo mismo ocurrió en el corregimiento del Placer, la Magdalena y Alaska, donde 

muchas personas quedaron obligadas a resguardarse en otras tierras, por tratar 

de salvar sus vidas. Igualmente este solamente fue uno de los finales del proceso 

del desarrollo de la violencia y el recrudecimiento en las veredas, para comenzar 

hacer los procesos de los episodios de violencia en las zonas de Guadalajara de 

Buga, tenemos que hablar de las zonas que ocupaba las FARC desde los años 

ochenta, en donde el Frente Sexto, junto con las columnas móviles de Víctor 

                                            
92 VILLA, Juan, & RODRIGUEZ, Alfonso. Significados en torno a la indemnización y la restitución en 

víctimas del conflicto armado en el municipio de San Carlos. Universidad de Antioquia, 165-191, 
2015 
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Saavedra, Alonso Cortés y Alirio Torres, mantenían el desarrollo de secuestros, 

extorsiones y amenazas en contra de la población, en la cual encontrábamos que 

Pablo Catatumbo fue uno de los principales cabecillas en tener presencia en la 

región.93 

Para 1999, la violencia tuvo un giro más sangriento en las zonas de los 

corregimientos de Guadalajara de Buga, pues, para esta época llegaron los 

paramilitares al comando de Carlos y Vicente Castaño, quienes enviaron un grupo 

de hombres entrenados en sus fincas de Córdoba, para poder sembrar terror a las 

guerrillas de las FARC en la zona del Valle. La situación se volvió incontrolable, 

pues un grupo de paramilitares, buscando los grupos guerrilleros de Pablo 

Catatumbo llegaron hasta el corregimiento del El Placer y asesinaron a cinco 

personas campesinas.  

Para el año 2000, paramilitares y guerrilleros continuaban dándose una disputa 

sangrienta en el centro del Valle del Cauca, dónde las principales víctimas, los 

campesinos no sabían que hacer, si se iba con la policía la guerrilla asesinaba por 

paramilitar y si no se hacía nada, de acuerdo a los planes de los paramilitares, 

estos asesinaban por creer guerrilleros a inocentes.  

Figura 5. Corregimiento de La Habana, después del conflicto. Foto: Verdad 

Abierta 

 

 

 

                                            
93 RIVERA, José. La violencia cerca al Señor de los Milagros. En: Ágora, 85-98, 2016 
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Para el 2001, la violencia era tan Incontenible que los paramilitares hacían 

recorridos constantes entre las veredas, para poder así sembrar el terror, lo que 

causó que el 10 de octubre los paramilitares siguiendo su camino hasta el 

corregimiento de Alaska, asesinaron un grupo de campesinos los cuales creían 

que colaboraban con la guerrilla de las FARC. Este era el panorama constante 

que obligó a las personas de estos corregimientos a dejar la zona.94 

 Años después, en el momento en que cesó la violencia, las personas lograron 

retornar de nuevo a su territorio procurando restablecer su vida por medio del 

desarrollo de la ley de víctimas.  

Criterios de Las Víctimas dentro de la Ley 1448 y la Justicia Transicional: 

Con la necesidad de determinar el alcance del concepto de víctima durante el 

desarrollo de los factores sucedidos en Guadalajara de Buga, y especialmente en 

el marco de la justicia transicional, es indispensable abordarlo desde su origen. 

Esto, en el marco del derecho internacional y en especial, en el desarrollo dado por 

el DIH y su jurisprudencia 

En esta medida la reparación integral se define como las diversas acciones 

realizadas con el fin de restituir, indemnizar, rehabilitar, y satisfacer a las víctimas; 

así mismo comprende también las garantías de la no repetición. Es importante tener 

en cuenta que el deber de la reparación integral, no debe confundirse con 

programas de ayuda humanitaria o de prestación de servicios sociales del Estado, 

que, por otro lado, son obligaciones autónomas que el Estado debe garantizar a 

todos sus ciudadanos. La reparación debe encaminarse hacia el restablecimiento 

                                            
94 MONTAÑO, Efrain, & GÓMEZ, Santiago. La violencia en Buga, Valle del Cauca, que generó 

abandono de tierras. Contrastes, 4-12, 2015 
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de los derechos vulnerados, ofreciendo garantías de estabilidad socioeconómica, 

psicosocial y opciones de desarrollo en condiciones de equidad y seguridad.95 

 

Según el Gobierno Nacional, uno de los aciertos de la Ley de restitución de tierras, 

es el planteamiento de un concepto único de víctimas, priorizándolas dentro de 

atención y servicios que provee el Estado, manteniendo la igualdad entre las 

víctimas y garantizando la atención diferenciada de acuerdo con sus 

características. 

 Por ello, se crea entonces el Sistema Nacional de Atención y reparación integral 

a las víctimas (SNARIV), dentro del cual las entidades de orden nacional y 

territorial, tendrán la responsabilidad de formular, implementar y monitorear la 

política. La Ley constituye un hito a la defensa y garantía de los derechos humanos 

en Colombia, que además se ciñe a los estándares internacionales. 96 

Criterios de Integración de las Víctimas a la Ley 1448 de 2011 

Dentro de los conceptos los cuales la Ley de víctimas, tiene como precepto desde 

2011, la coordinación interinstitucional en materia de reparación integral a las 

víctimas, esto a través de la Unidad de Victimas que tiene una oficina en el municipio 

y la mesa municipal de víctimas, donde las personas de los corregimientos de la 

zona rural alta de Guadalajara de Buga, tienen la necesidad de ser escuchadas y 

oriente sin que se les re victimice, en un honor a la verdad de lo ocurrido en el 

conflicto armado, la memoria histórica y sobre todo su reparación integral.97 

 

                                            
95 Tepo, Luis. Antecedentes, contexto y aplicación en el ámbito de la Justicia Transicional 
en Colombia. Universidad Nacional de Colombia. Bogotá: Universidad Nacional, 2012. 
96 Rivera, José. «La violencia cerca al Señor de los Milagros.» Ágora, 2016: 85-98. 
97 Montaño, Efraín, y Santiago Gómez. «La violencia en Buga, Valle del Cauca, que 
generó abandono de tierras.» Contrastes, 2015: 4-12. 
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Figura 6. Marcha en el Corregimiento de Alaska por la Paz. Foto: Aló Buga 

 

La guerra en Colombia es muy compleja para ser relatada, puesto que las víctimas 

tienen sus diferentes conceptos de realidad, que se trasforman de acuerdo al 

desarraigo por los cuales pasan, las historias, sus anécdotas constituyen las 

distintas imágenes por las cuales pasaron, sus sentimientos ante la situación y su 

actuar dependió siempre del nivel de violencia por el cual tuvieron que pasar, incluso 

entre espacios tan cercanos como los corregimientos de Magdalena, La Habana, 

Alaska y El Placer, donde la población civil tuvo que afrontar situaciones y formas 

diferentes de violencia.  

Sin embargo, después de todas las situaciones al momento de retornar, las 

personas siempre persiguen el mismo contexto, mantener un proceso de perdón, 

reconciliación, justicia, reparación y a pesar de que en algunos casos las víctimas 

se sientan ajenas a las posibilidades de reparación, la Ley 1448 busca en poder 

afrontar los procesos de transformación que permitirán no sólo la reconstrucción de 

la vida tanto individual de sus pobladores, como de la comunidad.  

Sin embargo y a la luz de las mismas cifras entregadas por la unidad de víctimas, 

en Colombia hay 8.931.614 de víctimas, de las cuales se reconocieron 795.139 

indemnizaciones entre los años 2009 y 2018 por un valor de $5.022.297.025.490. 
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De estas, en el tiempo de la implementación de la política pública se hicieron el 93% 

de los giros y se entregó el 90% del dinero.98  Confirmando ello, que quienes han 

sido objeto de reparación conforman un número muy inferior, comparado con el 

registro de las víctimas, lo que ha consideración supone que los principios 

establecidos en la norma sufren de una desconexión al momento de llevarse a la 

practica en la aplicabilidad de la ley. Guadalajara de Buga por su parte cuenta con 

un registro de 10.707 víctimas registradas, según la unidad de víctimas.99 

Si bien la RNI no determina el número de víctimas pertenecientes al municipio de 

Buga que han sido objeto de reparación, los mecanismos dispuestos por la unidad 

de victimas de conformidad con la ley 1448 de 2011, realiza un consolidado de la 

información nacional de acuerdo a las formas de reparación, bien sea individual o 

colectiva. Un dato importante para el departamento, se observa en un artículo 

publicado en la página web de la unidad para las victimas donde “Fabiola Perdomo 

Estrada, directora territorial de la Unidad para las Víctimas en el Valle del Cauca, 

señaló que en el departamento han sido indemnizadas 33.343 personas, por 

$237.033 millones”.100 

Cabe determinar que la unidad de víctimas no hace una medición a los municipios 

cuantitativa en el número de víctimas que han sido reparadas, sino que de manera 

cualitativa califica y audita cual es el compromiso que tienen las administraciones 

municipales frente a la reparación integral de las víctimas del conflicto armado. 

Dicha medición se hace con base a la determinación de competencias en materia 

                                            
98 GOBIERNO DE COLOMBIA. «POLITICA DE ATENCION Y REPARACION A 

VICTIMAS.» 2018, p 197. 
99 UNIDAD DE VICTIMAS. «CERTIFICACIÓN ENTIDADES TERRITORIALES.» 
Colombia, Guadalajara de Buga – Secretaria de Gobierno Municipal. 2019. 
100 Víctimas, Unidad para las. Unidad para las Víctimas. 12 de 4 de 2017. Disponible en 
linea [en linea] http://www.unidadvictimas.gov.co/es/atenci%C3%B3n-asistencia-y-
reparaci%C3%B3n-integral/ruta-integral-individual/11416  
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de prevención, protección, asistencia, atención y reparación, en concordancia con 

lo dispuesto por la ley 1448.  

Para el año 2019 por ejemplo, la certificación del municipio de Guadalajara de Buga 

se calificó como media, con un 70,46% de contribución a los objetivos misionales 

de la ley 1448 en todos sus componentes.101 

Según el reporte de certificación de la Unidad de Victimas, este se divide en tres 

componentes, uno de gestión, otro de resultado y por ultimo aporte a la reparación.  

                                 Figura 7: Primer componente de evaluación    

Fuente: Unidad de Victimas 

Frente al primero se evalúa la prevención, el fortalecimiento institucional, los 

sistemas de información y la participación de las víctimas, observándose que la 

                                            
101 UNIDAD DE VICTIMAS. «CERTIFICACIÓN ENTIDADES TERRITORIALES.» Colombia, 
Guadalajara de Buga – Secretaria de Gobierno Municipal. 2019. 
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unidad de victimas da una calificación de 1,0, siendo este el puntaje máximo en 

cada uno de los ítems del primer componente. 

Figura 8: Segundo Componente de Evaluación 

 

 

Fuente: Unidad de Victimas 
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Frente al segundo componente, la Unidad de Victimas evalúa la prevención y la 

subsistencia mínima, vivienda, salud, educación, generación de ingresos, 

alimentación, inversión en víctimas, seguimiento. Observando que, frente al ítem de 

prevención, hacen falta acciones y procesos de sensibilización para prevenir el 

riesgo de violencia sexual por parte de actores armados. De la misma manera no 

hay una buena calificación en materia de vivienda y en proyectos de 

emprendimiento y empleabilidad en materia de generación de ingresos. 

Figura 9: Tercer Componente de Evaluación 

Fuente: Unidad de Victimas 

Frente al tercer componente, se evalúa los retornos y  reubicaciones, la reparación 

colectiva y reparación integral. Observándose que, frente al ítem de retorno y 

reubicaciones hace falta la actualización de planes de retornos y reubicaciones, así 

como hay poco avance en materia de reparación colectiva y ningún resultado 

durante la vigencia de la evaluación en materia de reparación integral. 
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Los procesos de justicia transicional resultan ser indispensables y éticamente 

necesarios, con el fin de aportar de manera responsable a una solución incluso a 

las problemáticas que trajo consigo el conflicto. Dar una comprensión necesaria de 

sus ideas, teorías, creencias y actitudes de acuerdo a la configuración e 

incorporación en dichos procesos. 

De acuerdo a ello, en Guadalajara de Buga existe una Mesa Municipal de Víctimas 

que desarrolla un trabajo inagotable en búsqueda de la reparación integral de las 

poco más de diez mil que están registradas en el Registro Único de Victimas. Desde 

los procesos llevados a cabo en los corregimientos de Guadalajara de Buga busca 

aportar y visibilizar a través de los ojos y las necesidades de reparación y no 

repetición desde las perspectivas alcanzadas por la Ley 1448. Del mismo modo, 

buscar que por medio de la reparación y el conocimiento de la verdad se 

comprendan las relevancias del conflicto con la finalidad de evitarlo en momentos 

futuros y crear espacios que le den la posibilidad a la reconciliación de jugar un 

papel importante para poder deshacer las fracturas de las sociedades futuras. 

Gloria Reyna, Coordinadora de la Mesa de Víctimas a nivel municipal y 

representante a nivel departamental de la mujer en la mesa departamental habla 

sobre la importancia de articular mayormente las instituciones que operan en el 

municipio con el fin de facilitar el acceso de las víctimas a los procesos de reparación 

y garantizar mecanismos de no repetición, configurados además con la necesidad 

de generar apoyos de tipo económico en proyectos productivos para que los 

campesinos que se quedaron como los que regresaron tengan la posibilidad de 

recuperar sus actividades agrícolas y así poder gozar de condiciones de vida digna. 

Según la alcaldía municipal de Guadalajara de Buga, para el año 2019 se activaron 

115 rutas de atención a la población victima que se reporto desde la personería 

municipal, de las cuales la secretaria de gobierno municipal activo 33 rutas. De la 
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misma manera se hizo una inscripción en convocatoria con recursos del municipio 

de 339 proyectos productivos, de los cuales fueron elegidos 61.102 

Por último, retomando los resultados de la encuesta aplicada y comparando con los 

datos aportados por la unidad de víctimas, podemos concluir que las víctimas de la 

zona rural alta de Guadalajara de Buga, no tienen un nivel alto de satisfacción frente 

a la aplicabilidad de la ley 1448 de 2011 en el desarrollo de los principios de justicia 

transicional que esta emplea; y se relaciona con la calificación en materia de 

reparación que se realizó al municipio en el año 2019, sobre todo en el componente 

de reparación integral. No obstante, es imperante que tanto la Unidad de Víctimas 

a nivel nacional, como las instituciones a nivel departamental y municipal que se 

encarguen de acompañar y atender las solicitudes de las personas que tuvieron que 

vivir en carne propia los horrores del conflicto, se articulen y comprendan la 

importancia que tiene para la sociedad una reparación integral a quienes se deba, 

pues este es el único camino para la consolidación de una paz estable y duradera. 

 

 

 

 

 

 

                                            
102 ALCALDIA DE BUGA. 2019. Disponible en linea [en linea] 

http://www.guadalajaradebuga-valle.gov.co/ (último acceso: ENERO de 2020). 
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9. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 

Si nos enfocamos dentro de un contexto de violencia, en los factores de las veredas 

de Guadalajara de Buga donde se tomó la muestra de la encuesta, expresada en 

las peticiones de las víctimas, con la respuesta estatal, contenida en la declaración 

del Estado de los valores de la Ley 1448 de 2011 y el carácter de la cosa 

Inconstitucional, la ley de víctimas, y la Reforma Constitucional que adiciona el Titulo 

Transitorio que crea el Sistema Integral de verdad, justicia, reparación y garantías 

de no repetición, se llega a unas conclusiones y sus consiguientes 

recomendaciones. 

En especial estas conclusiones tienen como referente inicial: los conceptos que 

tiene el Congreso de la República sobre Derechos Humanos y Derecho 

Internacional Humanitario, y las funciones de reparación de las zonas de los 

corregimientos. Segundo,  respecto a los conocimientos de las víctimas, teniendo 

en cuenta las acciones jurídicas instauradas, los documentos históricos, 

periodísticos, académicos y judiciales estudiados; la observación directa y vivida 

sobre el territorio de El Placer, Alaska, Magdalena y La Habana, para conocimientos 

de acuerdo a las percepciones que los pobladores tienen acerca de la justicia 

transicional contenida en la norma estudiada. 

Uno de los principales aspectos a mejorar es la respuesta del Estado, dar 

información a las personas víctimas del conflicto como un referente, en primer 

término, dado que según lo arrojado por la encuesta el 36.45% no conocen la ley 

1448 de 2011 como tal y el 31.20%, tampoco conocen al menos uno de los 

mecanismos de justicia transicional. Es decir que la falta de conocimiento también 

es un factor importante para analizar, de acuerdo a las necesidades de la población 

de la zona alta de Buga, entendidas en los ejercicios de reparación y no repetición 

por parte de los grupos armados ilegales, siendo esta una de las más afectadas por 

el conflicto armado desde los tres bandos (ejército, paramilitares y guerrilla). 
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Estas conclusiones y recomendaciones sugeridas tienen en cuenta que, en 

términos de valores humanos y aspectos cualitativos, la vulneración de los derechos 

fundamentales de los habitantes de la zona alta de Guadalajara de Buga continúa, 

quizás no por parte de agente ilegales, sino por los procesos de entendimiento con 

el Estado, respecto a la justicia y la reparación, pues para muchas de las personas 

de los corregimientos la justicia transicional es desconocida o simplemente no 

sienten que se efectué con fiabilidad o celeridad, lo que termina en la desconexión 

desde los aspectos de conocimiento y de formación de las herramientas de la 

verdad y la justicia. 

Desde los aspectos políticos, es importante ver las intenciones del gobierno local, 

donde respetuosamente se le sugiere estudiar y hacer propio lo dispuesto por la ley 

1448 en materia de acompañamiento interinstitucional para trabajar en la garantía 

de los derechos de sus habitantes y para ello debe hacerse un importante 

seguimiento a: 

1. Los avances, obstáculos y retos en la garantía de los derechos de la 

población víctima. 

 

2. La forma, el ritmo, las metas y los mecanismos a través de los cuales 

el Gobierno Nacional avanzará en la garantía de los derechos de la 

población desplazada. 

 
3. El escenario y factores de riesgos asociados al desplazamiento y la 

respuesta Estatal en prevención y protección. 

Los líderes de los corregimientos de La Habana, Magdalena, Alaska, El Placer en 

apoyo a las instituciones locales y departamentales deben mantener un concepto 

de empoderamiento y de mantenerse a prestar la ayuda social, jurídica y logística 

para que, en debida forma, pueda realizar ese seguimiento y establecer las 
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conexiones correctas con las entidades nacionales obligadas judicialmente al 

cumplimiento de las disposiciones de la Ley 1448 de 2011. 

Al Gobierno Nacional se le sugiere demostrar, el goce efectivo de derechos de un 

alto porcentaje de la población desplazada de la zona rural alta de Guadalajara de 

Buga, conocer sus necesidades y hacer partícipe a la población de acuerdo a los 

procesos de justicia transicional, así como las condiciones para mantener el 

resultado y avanzar sosteniblemente en la garantía de los derechos de la misma; 

ajustar los presupuestos y la capacidad institucional para que se superen las causas 

estructurales de los resultados que dejaron el conflicto en las víctimas; aproximar la 

dirección de las políticas públicas, relacionadas con los derechos constitucionales 

de la población desplazada de los corregimientos, al logro del goce efectivo de 

derechos, en el sentido de una  orientación racional de las políticas públicas para 

alcanzar una incorporación del enfoque diferencial, en relación a los niños, niñas y 

adolescentes, adultos mayores y personas afectadas por el flagelo de la guerra. 

También se sugiere, respecto al seguimiento y valoración desde los aspectos de 

acompañamiento psicosocial a las personas afectadas por el conflicto, en cuanto 

siga existiendo el temor a la vulneración masiva, prolongada y reiterada de los 

derechos de la población desplazada de la zona rural de Guadalajara de Buga. 

Buscado que el criterio orientado sea la demostración del restablecimiento y las 

garantías de sus derechos; considerando los resultados de ir haciendo un 

crecimiento desde los conceptos y los aprendizajes de la población respecto a la 

efectividad de la Ley de Reparación y Restauración un goce efectivo de los procesos 

de ley y de la sostenibilidad en el tiempo. 

Es importante que los gobernantes locales empleen mayor esfuerzo y recursos a 

los ejercicios de reparación. Participar de forma efectiva en el acompañamiento y 

empoderamiento de las víctimas para la participación en los procesos que hayan 

lugar, hace que las personas víctimas empiecen a creer en los ejercicios de 



101 
 

reparación contenidos en la norma. Además por lo observado en la certificación que 

realiza la unidad de victimas al municipio, observamos que hace falta un 

compromiso mayor en materia de reparación integral por parte del municipio de 

Guadalajara de Buga, especialmente en materia de vivienda, empleabilidad y 

emprendimiento; así como es necesario el avance en el cumplimiento de una 

política pública que integre entre otros aspectos la reparación colectiva de la que 

hacen parte los principios de justicia transicional.  

Una de las problemáticas evidenciadas en la encuesta de elaboración propia es la 

falta de conocimiento de las víctimas para acceder a los mecanismos de reparación, 

es por ello que también se hace una recomendación al consultorio jurídico de la 

UCEVA, para que realice un acompañamiento directo a través de brigadas en las 

zonas afectadas por el conflicto; toda vez que el desplazamiento de las victimas 

hasta el lugar dispuesto por la Universidad en la Casa de Justicia, representan 

gastos que en muchas ocasiones la población no tiene como asumir. 

Guadalajara de Buga, puede ser un ejemplo a nivel nacional y supranacional de 

atención integral a las víctimas si se logra una sólida articulación de todas las 

instituciones en pro de las soluciones efectivas de las problemáticas de acceso y 

conocimiento que tienen las víctimas de conflicto armado, para la consolidación 

entonces de lo que en la práctica sería una paz estable y duradera.  
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